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5 Violencia de género contra las mujeres en línea

1. INTRODUCCIÓN

Internet es una herramienta clave para el ejercicio de los derechos humanos. A través de su 
uso, las personas pueden reclamar justicia social y económica, tener mayores oportunidades de 
representación política y generar conocimientos1. En ese sentido, tiene un rol importante en el 
fomento de nuevos modelos de activismo y en el fortalecimiento de la democracia2.

En el Perú, el acceso a internet se ha incrementado en los últimos años. Según la información 
publicada por el Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI), en el 2009, el 33.9 % de 
la población mayor de 6 años tenía acceso a internet, mientras que, a setiembre de 2020, ese 
porcentaje se incrementó hasta alcanzar un 70.3 %3. Este aumento en el uso de tecnologías de la 
información y la comunicación (TIC) está creando y consolidando nuevas oportunidades para el 
ejercicio de derechos, entre los que resalta la libertad de expresión, que encuentra en internet 
un instrumento de comunicación instantánea, de bajo costo y sin precedentes para potenciar el 
modo de comunicación entre personas, y cómo estas comparten y acceden a la información4.

Sin embargo, la tecnología debe ser entendida y situada en su contexto. Aunque tiene un gran 
potencial liberador y empoderante, aquella se utiliza sobre la base de una sociedad donde aún 
prevalece la discriminación generalizada y violencia de género. Como correlato, las relaciones de 
poder y opresión hacia las mujeres también tienen lugar y se replican en internet, manifestándose 
a través de —cada vez más— nuevas formas de violencia. 

Por ello, en la actualidad, internet no es solo un espacio de liberación y transformación social; 
sino que, por sus propias características, es también uno que facilita la violencia a las mujeres en 
todas las etapas de su vida y en todas sus diversidades. Como consecuencia, las mujeres no solo 
se enfrentan a barreras que dificultan su acceso a la tecnología, sino que, incluso si logran acceder 
y apropiarse de estos espacios, están expuestas a nuevos tipos de violencia que impactan sobre el 
pleno disfrute de sus derechos. 

En las condiciones de aislamiento originadas por la actual pandemia, se ha incrementado de 
manera significativa la recurrencia al ámbito virtual para interactuar, estudiar, trabajar y ejercer el 
activismo. Por tal razón, es aún más urgente que el Estado se encuentre debidamente preparado 
para prevenir, investigar y sancionar casos de violencia de género en línea (VGL), así como para 
proteger y ofrecer reparación a las víctimas5.
1 Candy Rodríguez, “Ellas dominan las tecnologías ¿y tú?”, (México: Luchadoras, 2017). Disponible en: https://luchadoras.mx/
dominar-tecnologias/. Tomado de Marieliv Flores y Denisse Albornoz, ¿Estamos conectadas? Brecha digital de género en el Perú 
(Lima: Hiperderecho, 2019).
2 Thompson, K., LaRocca D., Gallagher, P., Cintron, J., Impact of Internet and Communication Networks and Technologies on 
Concepts of and forms of Democratic Government and Rule, en http://www.qcc.cuny.edu/SocialSciences/ppecorino/CISESHV_
TEXT/Chapter-12-PoliticalChange/Study.html. Citado por Isabel Lucena Cid. “El derecho de acceso a internet y el fortalecimiento 
de la democracia,” Revista Internacional de Pensamiento Político 9 (2014): 3.
3 Disponible en: https://www.inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/boletines/04-informe-tecnico-tic-iii-trimestre2020.pdf 
4 Naciones Unidas. Asamblea General. Informe del Relator Especial sobre la promoción y la protección del derecho a la libertad de 
opinión y de expresión, A/66/290 (2011), párr. 10. Disponible en: https://undocs.org/es/A/66/290 
5 Hiperderecho. Después de la Ley, Informe 1: Identificando obstáculos en la atención de denuncias por violencia de género en línea 
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Tomando en cuenta ello, el presente documento ofrece un acercamiento a la violencia contra 
las mujeres que se produce por internet en nuestro país, sus modalidades y efectos; y detalla el 
marco normativo aplicable tanto a nivel nacional como internacional. Asimismo, a fin de poder 
revisar el avance en el acceso a la justicia de las mujeres sobrevivientes a la violencia de género 
en este contexto, el reporte detalla los sistemas de denuncia y atención disponibles y los registros 
de casos existentes, así como las deficiencias que estos presentan. Finalmente, se presentan los 
principales programas y acciones emprendidos por el Estado en respuesta a esta problemática

El objetivo del presente documento es analizar en profundidad la problemática de la violencia 
contra las mujeres en internet y dar a conocer los mecanismos legales existentes para denunciarla y 
sancionarla. Para ello, se analizará esta modalidad de violencia desde cuatro enfoques principales: 
género, interseccionalidad, derechos humanos, intergeneracional y el enfoque integral del acceso 
a la justicia.

•	 Desde el enfoque de género, se abordará la situación de las mujeres, en todo su ciclo de vida 
y en su diversidad, como un grupo de personas expuestas a la privación de sus derechos y la 
invisibilización de sus identidades de manera única y desproporcionada.

•	 Desde un enfoque de interseccionalidad, se reconocerá que la violencia de género no es 
un fenómeno aislado, sino que está inmerso en diferentes tipos de discriminación cruzada 
de variables como etnia, género, clase social, edad, lugar de residencia, entre otras6. Las 
desigualdades en virtud de la pertenencia a distintos colectivos no se suman, sino que se 
entretejen, por lo que hay que interpretarlas a partir de esas intersecciones7. Por tal razón, 
las mujeres que se definen de formas múltiples —mujeres jóvenes, mujeres pertenecientes a 
minorías étnicas y las mujeres indígenas, mujeres lesbianas, bisexuales y transgénero, mujeres 
con discapacidad y mujeres de grupos marginados— suelen ser destinatarias de ataques 
agravados sobre la base de una combinación de estos factores, como la discriminación racial 
y el discurso de odio8-9.

•	 Desde un enfoque de derechos humanos, se planteará el marco conceptual a partir las normas 

(2020). Disponible en: hiperderecho.org/despuesdelaley/publicaciones
6 Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, Reporte de la situación de América Latina sobre la violencia de género 
ejercida por medios electrónicos, (2017), 5. Disponible en: https://www.codingrights.org/wp-content/uploads/2017/11/Latin-
American-Report-on-Online-Gender-Violence-final.pdf
7 Expósito, C., “¿Qué es eso de la interseccionalidad? Aproximación al tratamiento de la diversidad desde la perspectiva de género 
en España,” Investigaciones Feministas (2012): 203-222.
8 Consejo de Derechos Humanos, Naciones Unidas, Informe de la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y 
consecuencias acerca de la violencia en línea contra las mujeres y las niñas desde la perspectiva de los derechos humanos (2018), 8.
9 Consejo de Derechos Humanos, Naciones Unidas, A/HCR/35/9 (2017), párr. 36. Disponible en: https://documents-dds-ny.un.org/
doc/UNDOC/GEN/G17/111/86/PDF/G1711186.pdf?OpenElement

2. METODOLOGÍA Y OBJETIVOS DEL 
DOCUMENTO
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internacionales de derechos humanos y de las obligaciones de promoción y protección de los 
mismos, tomando en cuenta los principios de universalidad e inalienabilidad; indivisibilidad; 
interdependencia e interrelación; igualdad y no discriminación; participación e inclusión; 
rendición de cuentas (accountability) e imperio de la ley10.

•	 Desde un enfoque intergeneracional, se reconocerá que las relaciones de poder también son 
asimétricas en función de las distintas edades de la vida (art. 3 de la Ley 30364). Tomando 
en cuenta que alrededor de un tercio de las personas que navegan en internet tienen menos 
de 18 años11, la incorporación de este enfoque es imperativa no solo para el análisis de la 
problemática, sino para el diseño, evaluación y monitoreo de políticas públicas que le hagan 
frente12.

•	 Finalmente, desde un enfoque integral de acceso a la justicia, se entenderá este derecho no 
solo desde el punto de vista institucional, sino como un instrumento para la transformación 
de las relaciones de poder que perpetúan la exclusión, la pobreza y la subordinación de las 
mujeres13. En ese sentido, no es suficiente con la existencia de un marco normativo que 
reconozca, de alguna manera, la violencia de género en línea, sino que deben existir políticas 
públicas que eliminen todo tipo de barrera y exclusión hacia las mujeres.

3.1. Violencia de género contra las mujeres

La violencia contra las mujeres es, de acuerdo al artículo 1 la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (1994), Convención de Belém do Pará, 
“cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, 
sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado”. 

Como presupuesto de dichos daños, las mujeres se enfrentan diariamente a los efectos que la 
desigualdad, a nivel estructural, tiene sobre el ejercicio de sus derechos. Así lo ha reconocido 
el Tribunal Constitucional del Perú, al señalar que “la violencia contra la mujer constituye un 
problema estructural en nuestra sociedad que ha colocado a sus ciudadanas en una situación de 
especial vulnerabilidad, por lo que exige una atención prioritaria y efectiva por parte del Estado”14.

En el mismo sentido, la Corte Suprema, a través del Acuerdo Plenario 001-2016/CJ-116, no solo 

10 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Preguntas frecuentes sobre el enfoque 
de derecho en la cooperación para el desarrollo (2006), 15-16 y Anexo II. Disponible en: https://www.ohchr.org/Documents/
Publications/FAQsp.pdf
11 UNICEF, Niños en un mundo digital (2018). Disponible en: https://www.unicef.org/publications/index_101992.html 
12 Vanessa Rojas, ““Cualquier cosa nos puede pasar”. Cuando la violencia marca el ciclo de vida de las niñas en el Perú,” Análisis y 
propuestas (2019). Disponible en http://www.grade.org.pe/wp-content/uploads/GRADEap42.pdf
13 Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, Manual de políticas públicas para el acceso a la justicia (Buenos Aires: 
Ediciones del Instituto, 2005), 7.
14 Tribunal Constitucional, Exp. 05121-2015-PA/TC, (2018), FJ 4. Disponible en: https://tc.gob.pe/jurisprudencia/2018/05121-
2015-AA.pdf 

3. MARCO CONCEPTUAL
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ha reconocido que la violencia contra la mujer “constituye la expresión de toda violencia que se 
ejerce por el hombre contra esta por su condición de tal, y tiene su génesis en la discriminación 
intemporal, la situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las 
mujeres”15, sino que ha enfatizado que se despliega en toda la estructura social y no únicamente 
en el ámbito familiar.

Esta afirmación se sustenta en el hecho de que la violencia contra las mujeres se basa en prácticas 
sociales que vienen caracterizadas por condiciones de desigualdad social, subordinación y 
dominación16; las que, a su vez, determinan la configuración de relaciones asimétricas de poder. De 
este modo, estas se manifiestan a través de un sinnúmero de patrones socioculturales, actitudes, 
creencias, imaginarios y prejuicios cotidianos de la población, que puede terminar por justificar y, 
por lo tanto, tolerar la violencia17. 

La vigencia de estos patrones internalizados por la sociedad y la inacción estatal para erradicarlos, 
posibilitan que la violencia por razón de género contra las mujeres se reproduzca en todo espacio 
y esfera de la interacción humana. 

En ese sentido, puede extenderse en ámbitos públicos o privados, entre ellos “los contextos de 
la familia, la comunidad, los espacios públicos, el lugar de trabajo, el esparcimiento, la política, 
el deporte, los servicios de salud y los entornos educativos, y en la redefinición de lo público y lo 
privado a través de entornos tecnológicos, como las formas contemporáneas de violencia que se 
producen en línea y en otros entornos digitales”18.

3.2. Violencia de género en línea

La violencia basada en género contra las mujeres es transversal a la estructura social. En ese 
sentido, la discriminación, violencia y exclusión en internet a la que estas se enfrentan no es 
algo nuevo ni único a las plataformas, sino un continuum de la violencia machista que atraviesa 
la cultura en la región19. La VGL, aunque puede considerarse, de alguna manera, un fenómeno 
reciente, comparte sus bases con otras formas de violencia contra la mujer20.

Tomando como referencia las definiciones realizadas por la Asociación para el Progreso de las 

15 Corte Suprema, Acuerdo Plenario 001-2016/CJ-116 (2016). Disponible en: https://www.pj.gob.pe/
w p s / w c m /c o n n e c t / b c c e 8 7 8 0 4 4 4 4 1 e 6 d 8 a b 5 d a 0 1 a 4 a 5 d 4 c 4 /A C U E R D O + P L E N A R I O + N + 0 0 1 + 2 0 1 6 C J + 1 1 6 .
pdf?MOD=AJPERES&CACHEID=bcce878044441e6d8ab5da01a4a5d4c4  
16 María José Añón. “Principio antidiscriminatorio y determinación de la desventaja,” Isonomía 39 (2013): 127-157.
17  Defensoría del Pueblo, Reporte de Adjuntía 002-2018-DP/ADM. Violencia contra las mujeres: perspectivas de las víctimas, 
obstáculos e índices cuantitativos (Lima: 2018). Disponible en: https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2018/09/
Reporte-de-Adjunt%C3%ADa-2-2018-Violencia-contra-las-mujeres-Perspectivas-de-las-v%C3%ADctimas-obst%C3%A1culos-e-
%C3%ADndices-cuantitativos.pdf 
18 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, CEDAW/C/GC/35. Recomendación General num. 35 sobre  la 
violencia por razón de género contra la mujer, por la que se actualiza la recomendación general num. 19 (2017). Disponible en: 
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2017/11405.pdf 
19 Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, Reporte de la situación de América Latina sobre la violencia de género 
ejercida por medios electrónicos (2017). Disponible en: https://www.codingrights.org/wp-content/uploads/2017/11/Latin-
American-Report-on-Online-Gender-Violence-final.pdf 
20 Ingrid Brudvig, Chenai Chair y Adriane van der Wilk, Covid-19 and increasing domestic violence against women: The pandemic 
of online gender-based violence (World Wide Web Foundation: 2020).
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Comunicaciones (APC)21 y la Relatora Especial de Naciones Unidas sobre la violencia contra la mujer, 
sus causas y consecuencias22, entenderemos la violencia de género en línea contras las mujeres 
como cualquier acción o conducta de violencia motivada en el género y la discriminación hacia 
la mujer que se comete o agrava con la asistencia, en parte o totalmente, de las tecnologías de 
información y comunicación, y que está dirigida contra una mujer por su condición de tal o que 
la afecta desproporcionadamente.

Así, la violencia de género en línea comprende cualquier tipo de violencia estructural, simbólica, 
psicológica o sexual ejercida y mediada por la tecnología, y que afecta a mujeres o a personas 
discriminadas sobre la base del género de manera desproporcionada. Estas formas de violencia 
no operan de manera aislada, sino que coexisten, se superponen y se fortalecen entre sí23.

3.2.1. El espacio digital en que se desarrolla la violencia de género en línea

En la actualidad, internet y las tecnologías de la información están creando rápidamente nuevos 
espacios sociales digitales24. Sin embargo, es necesario tener en cuenta que la tecnología puede 
amplificar las capacidades e intenciones no solo de manera positiva, sino también negativa25. 
La tecnología nunca es neutral, sino que es “un espejo que refleja y amplifica nuestra realidad 
social”26.

En ese sentido, por sus características únicas, la tecnología también puede significar una mayor 
exposición a riesgos generados por el entorno digital. En la presente sección, se detallará el 
potencial que existe en el internet para el empoderamiento de las mujeres y, a la vez, se expondrán 
sus principales riesgos como consecuencia de tales características.

Internet tiene una naturaleza mundial y abierta. Así lo reconoció, en el 2012, el Consejo de 
Derechos Humanos de Naciones Unidas, al identificar su capacidad impulsora de la aceleración 
de los progresos hacia el desarrollo en sus distintas formas; y, a su vez, establecer el principio 
internacional de que los derechos de las personas —en particular, el derecho a la libertad de 
expresión— también deben estar protegidos en internet27. 

Las personas, por lo tanto, también ejercen sus derechos a través de internet. Para las mujeres —
así como para otros grupos en situación de vulnerabilidad—, esto abre una posibilidad importante 
de participación: a través de la red, las mujeres pueden reclamar justicia social, económica y 
política, crear nuevas herramientas de representación, acceder a información, generar y difundir 
conocimiento, desafiar roles de género y demás28. Asimismo, acceder a este servicio y conocer 

21 Asociación para el Progreso de las Comunicaciones (APC), De la Impunidad a la Justicia: Explorando Soluciones Corporativas y 
Legales para la Violencia hacia las Mujeres Relacionada con la Tecnología (2015). Disponible en: https://www.genderit.org/sites/
default/files/csw_map_1_1.pdf
22 Consejo de Derechos Humanos, Informe de la Relatora Especial.
23 Albornoz, Flores. Conocer para Resistir, 10, 46.
24 Consejo de Derechos Humanos, Informe de la Relatora Especial.
25 Hernandez, K. y Roberts, T., “Leaving No One Behind in a Digital World”. K4D Emerging Issues Report (UK: Institute of Development 
Studies, 2018), 7. Citado en: Brudvig, Chair y van der Wilk, “Covid-19 and increasing domestic violence”.
26 Albornoz, Flores. Conocer para Resistir, 5.
27 Consejo de Derechos Humanos, Promoción, protección y disfrute de los derechos humanos en Internet. Disponible en: https://
ap.ohchr.org/documents/S/HRC/d_res_dec/A_HRC_20_L13.pdf 
28 Sambuli, Brandusescu y Brudvig, “Advancing Women’s Rights Online” (2018). Disponible en: http://webfoundation.org/
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cómo funciona incrementa sus oportunidades laborales, lo que puede fortalecer su independencia 
económica.

Las mujeres, en todo su ciclo de vida, están utilizando las redes sociales y la tecnología para 
amplificar sus voces a través del activismo digital29. En ese sentido, internet se ha convertido en 
una herramienta fundamental para activistas y defensoras de derechos humanos, incluyendo los 
derechos de las mujeres. En adición a ello, al romper barreras físicas, internet permite que las 
mujeres se autoconvoquen, organicen y conformen redes de soporte y autogestión virtuales. De 
esta manera, se identifica que la brecha digital y la violencia de género en línea son problemas 
críticos.

La brecha digital se manifiesta a través de la diferencia que existe entre hombres y mujeres 
respecto al acceso a internet. Hasta setiembre de 2020, en el Perú, el 73.2 % de varones mayores 
de 6 años accedían a este espacio; mientras que en el caso de las mujeres este porcentaje asciende 
a 67.3 %30. Esta disparidad, a su vez, afecta principalmente a personas en situación de pobreza, 
especialmente mujeres que viven en zonas rurales31. En ese sentido, constituye un “nuevo rostro 
de la desigualdad” que potencia situaciones de vulnerabilidad no solo por la dificultad de acceder 
a la información, sino por la ausencia de conocimientos para su uso seguro. Esta ausencia de 
alfabetización digital impide a las mujeres prevenir la violencia y contar con recursos para 
enfrentarla, por lo que hay un mayor riesgo de revictimización32.

Sin estrategias de seguridad digital, existe mayor riesgo de que las TIC puedan incrementar los 
tipos de vigilancia, censura y acoso de los que las mujeres suelen ser objeto33. Los agresores, 
generalmente, aprovechan el poco conocimiento sobre tecnología de las usuarias en combinación 
con las vulnerabilidades de seguridad de las plataformas intermediarias; especialmente las 
características únicas de la tecnología34, entre las que destacan:

•	 La posibilidad de navegar y compartir información desde el anonimato, lo cual brinda una 
sensación de impunidad a los agresores debido a la improbabilidad de ser identificados, 
investigados, perseguidos y sancionados. En consecuencia, incluso personas que en espacios 
físicos no se atreverían a ejercer violencia se desinhiben, de modo que se colocan en una 
posición de poder frente a personas cuya identidad sí está expuesta en internet.

•	 La proximidad que genera internet debilita los límites, lo que significa que las agresiones 
pueden llegar de personas que no necesariamente provienen de un círculo social inmediato. 
En ese sentido, la tecnología ha transformado muchas formas de violencia de género en algo 

docs/2018/08/Advancing-Womens-Rights-Online_Gaps-and-Opportunities-in-Policy-and-Research.pdf  
29 UNICEF, Niños en un mundo digital.
30 Instituto Nacional de Estadística e Informática (2020). Informe Técnico n.°04. Estadísticas de las tecnologías de la información 
y comunicación en los hogares. Trimestre: julio-agosto-setiembre, p. 32. Disponible en: https://www.inei.gob.pe/media/
MenuRecursivo/boletines/04-informe-tecnico-tic-iii-trimestre2020.pdf
31 Según cifras del INEI, en el 2018, el 14.7 % de mujeres residentes de áreas rurales tenía acceso a Internet, en contraste con 
el 65 % de hombres residentes de áreas urbanas. Ver estadísticas en https://www1.inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/indices_
tematicos/cuadro_1.xlsx 
32 Hiperderecho, Revisión jurídico-normativa aplicable a casos de violencia de género en entornos digitales hacia niños, niñas, 
adolescentes y mujeres jóvenes. Informe interno preparado para Plan International Perú (2020).
33 Consejo de Derechos Humanos, Naciones Unidas. A/HCR/35/9 (2017), párr. 23. Disponible en: https://documents-dds-ny.
un.org/doc/UNDOC/GEN/G17/111/86/PDF/G1711186.pdf?OpenElement 
34 Albornoz, Flores. Conocer para Resistir.
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que puede cometerse a distancia y sin contacto físico, creando una sensación constante de 
vigilancia y proximidad.

•	 La gran velocidad e inmediatez con la que se transmite la información facilita que las agresiones 
puedan difundirse y replicarse rápidamente, llegando a viralizarse. 

•	 La permanencia del contenido, que implica que este tal vez no se pueda eliminar, amenaza 
directamente la reputación y el bienestar de la persona a largo plazo35.

A partir de estas características, plataformas como las redes sociales han proporcionado a los 
agresores un nuevo espacio para ejercer violencia contra las mujeres en el que la gratuidad, la 
facilidad de acceso, el anonimato, la dificultad de rastreo, la diversificación en las formas de acoso 
y la sensación de falta de control para la víctima constituyen elementos determinantes para los 
potenciales acosadores o agresores36.

3.2.2. Tipología de la violencia de género en línea

Si bien muchas formas de violencia en línea no son completamente nuevas, la especificidad de 
los tipos de TIC, como la rápida expansión o viralización, la posibilidad de búsquedas globales 
y la persistencia, así como la replicabilidad y escalabilidad de la información, generan que la 
violencia en línea adopte distintas formas, afectando a las mujeres y las niñas en formas múltiples 
y diversas37.

En este reporte resaltamos doce formas de violencia en línea recogidas por las investigaciones 
realizadas por Hiperderecho, en Perú, y por Luchadoras, en México. 

1.	 Uso de lenguaje agresivo en espacios virtuales: Este tipo de violencia consiste en recibir 
insultos y comentarios abusivos que buscan dañar, agredir, menospreciar y/o excluir a 
una persona o grupo de un espacio. Puede darse, por ejemplo, a través de discursos que 
reflejan patrones culturales que asignan un rol secundario o únicamente reproductivo (y/o 
sexual/sexualizado) a las mujeres, y a otros cuerpos38. 

2.	 Hostigamiento o acoso: Se refiere a conductas, que pueden o no tener connotación 
sexual, de carácter reiterado y no solicitado hacia una persona, que resultan molestas, 
perturbadoras o intimidantes. No es necesaria la reiterancia en la conducta del agresor ni 
el rechazo de la víctima para que se configure el hostigamiento.

3.	 Acoso sexual: Se refiere a cualquier forma de vigilar, perseguir, hostigar, asediar o buscar 
establecer contacto o cercanía con una persona, sin su consentimiento, para llevar a cabo 
actos de connotación sexual.

4.	 Amenazas: Este tipo de violencia involucra recibir mensajes, imágenes o videos con 
expresiones y contenido en tono violento o agresivo, que manifiestan explícitamente la 
intención de hacerle daño a esta persona, sus seres queridos o bienes39.

35 Hiperderecho. Después de la Ley, Informe 1.
36 Patricia Fernández Montaño y Beatriz Esteban Ramiro. Violencias de género en redes sociales. Trabajo de investigación (2018).
37 Consejo de Derechos Humanos, Informe de la Relatora Especial, párr. 30.
38 Luchadoras, La violencia en línea contra las mujeres en México.
39 Albornoz, Flores. Conocer para Resistir.
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5.	 Extorsión: Se refiere a la conducta de obligar a una persona a seguir la voluntad o las 
peticiones de un tercero, que la controla o intimida, ejerciendo un poder adquirido por 
poseer algo de valor para ella (información personal u otras)40.

6.	 Ataques de acoso coordinado: Se caracterizan por la organización y ejecución en masa de 
“campañas” o “estrategias” coordinadas para atacar una persona, una publicación, una 
organización, una página pública, una transmisión en vivo o incluso un evento en línea —a 
través de los “bombardeos por Zoom”41—. Son conocidos, por ejemplo, los “ataques de 
trolls”, muchos de los cuales son anónimos y usan cuentas falsas para generar y difundir 
discursos de odio42. Muchas veces, estos ataques están dirigidos a los canales de expresión 
de activistas y/o defensoras de derechos humanos.

7.	 Acceso no autorizado a cuentas o dispositivos personales: Esta modalidad consiste en 
ingresar a cuentas personales mediante el robo de contraseñas o la intervención de 
dispositivos de una persona, generalmente con el objetivo de obtener datos privados e 
información personal.

8.	 Robo de identidad en línea: Este tipo de violencia se refiere al uso y/o falsificación de la 
identidad de una persona sin su consentimiento, por medio de la creación de perfiles 
falsos que utilizan la imagen o información de una persona u organización.

9.	 Difusión de información falsa: Involucra elaborar campañas organizadas de desprestigio 
y circular información falsa, manipulada o fuera de contexto para descalificar, dañar o 
perjudicar la trayectoria, credibilidad e imagen pública de una persona, grupo o iniciativa. 
Antes de difundir esta información, generalmente se produce el robo de identidad en línea.

10.	Difusión de datos personales sin consentimiento. Es conocido también como doxxing, que 
se refiere al acto de compartir detalles personales de alguien con otras personas en línea, 
particularmente una dirección física o documentos de identificación personal, como una 
forma de intimidación o acoso.

11.	Difusión de material íntimo sin consentimiento: Este tipo de violencia consiste en el 
almacenamiento, registro o difusión de fotos, videos de carácter íntimo o sexualmente 
explícito de otra persona sin consentimiento. Es conocida coloquialmente como pornografía 
de venganza o porno-venganza43.

12.	Explotación sexual facilitada por la tecnología: Este tipo de violencia usualmente se refiere 
al uso de la tecnología para facilitar la trata de personas o para difundir y lucrar de la 
pornografía infantil, teniendo en cuenta que el primer contacto muchas veces se produce 
por internet. Aquí, por ejemplo, puede considerarse al grooming, que es el proceso por 
el cual un adulto trata de manipular a un menor de edad para conseguir material sexual 

40 Luchadoras, La violencia en línea contra las mujeres en México.
41 ONU-Mujeres, “Online and ICT-facilitated violence against women and girls during COVID-19” (2020). Disponible en: https://
www.unwomen.org/-/media/headquarters/attachments/sections/library/publications/2020/brief-online-and-ict-facilitated-
violence-against-women-and-girls-during-covid-19-en.pdf?la=en&vs=2519 
42 Consejo de Derechos Humanos, Informe de la Relatora Especial. 
43 Nicola Henry y Anastasia Powell. “Technology-Facilitated Sexual Violence: A Literature Review of Empirical Research” Trauma, 
Violence & abuse. 
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(como fotos o vídeos) o mantener algún tipo de relación sexual, por lo que constituye una 
forma de abuso sexual de menores44. Entre sus etapas se encuentran el contacto inicial al 
menor, el abordaje, pedirle un encuentro presencial en la vida real para fines sexuales, y el 
atrapamiento a través de diferentes estrategias para envolver a la víctima45.

Estas y otras formas de violencia en línea entrañan el peligro de crear un registro digital permanente 
que puede distribuirse en todo el mundo y que no es fácil de suprimir, lo que puede dar lugar a la 
revictimización de las mujeres agredidas46.

3.2.3. Impactos de la violencia de género en línea

Las consecuencias y los daños causados por las diferentes manifestaciones de violencia en línea 
guardan una estrecha relación con el género, habida cuenta de que las mujeres, en todas las 
etapas de su vida, sufren un estigma particular en el contexto de la desigualdad estructural, la 
discriminación y el patriarcado47. Algunos de las principales consecuencias de la violencia de 
género en línea sobre las mujeres son las siguientes:

●	 Abstenerse de internet: Los actos de violencia en línea pueden llevar a las mujeres a querer 
alejarse de este espacio y, por lo tanto, abstenerse de usarlo, reduciendo deliberadamente 
su presencia en línea. Esta inhibición del uso de las tecnologías acrecienta la brecha y priva 
de oportunidades laborales y educativas a las mujeres.

●	 Autocensura: Además de la decisión de suspender, desactivar o suprimir sus cuentas en 
línea de forma permanente; quienes permanecen en redes persisten con el temor de sufrir 
ataques debido a las publicaciones que realizan, sobre todo en el caso de ser activistas. 
Esto puede llevar a que su libertad de expresión se vea materialmente limitada, pues se 
inhiben de manifestar sus posiciones políticas. Algunas de ellas han recurrido, también, 
al uso de seudónimos, mientras que otras mantienen perfiles bajos en línea, un enfoque 
que puede tener un efecto perjudicial en su vida profesional y reputación. En última 
instancia, los abusos en línea contra las mujeres periodistas y las mujeres en los medios de 
comunicación son un ataque directo a la visibilidad de las mujeres y su participación plena 
en la vida pública48.

●	 Aislamiento social: La violencia de género en línea también puede llevar a las mujeres a 
retirarse de la vida pública o, incluso, aislarse de la familia, amigos y colegas, debido a los 
daños reputacionales que se puedan haber generado; por ejemplo, difusión de imágenes 
íntimas sin su consentimiento.

●	 Daños psicológicos: Las víctimas y las supervivientes experimentan depresión, ansiedad, 
miedo y, en algunos casos, hasta tendencias suicidas debido a los ataques sufridos.

44 Manuel Gámez-Guadix, Esther Calvete, “Nuevos riesgos de la sociedad digital: Grooming, sexting, adicción a Internet y violencia 
online en el noviazgo” (2019). Disponible en: http://www.injuve.es/sites/default/files/adjuntos/2019/06/5._nuevos_riesgos_de_
la_sociedad_digital._grooming_sexting_adiccion_a_internet_y_violencia_online.pdf 
45 Lorena Lévano “Understanding the role of trust in online grooming”, Second Latin-American Workshop on Experimental and 
Behavioral Social Sciences. 
46 Consejo de Derechos Humanos, Informe de la Relatora Especial.
47 Consejo de Derechos Humanos, Informe de la Relatora Especial.
48 Consejo de Derechos Humanos, Informe de la Relatora Especial.
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●	 Daños físicos: La violencia facilitada por la tecnología también puede dar lugar a daños 
físicos (incluidos suicidios). En algunos casos, cuando la utilización de imágenes o vídeos 
sexualmente explícitos se publican en sitios especializados de prostitución junto con 
publicidad sobre el domicilio particular de la víctima, las amenazas pueden hacerse 
realidad. Esto también impacta en la movilidad de las víctimas, quienes, por las amenazas 
recibidas, pueden temer incluso a salir de casa o, cuando lo hacen, permanecer en un 
estado constante de alerta y vigilancia temiendo un posible ataque en cualquier momento.

●	 Daños económicos: La violencia vivida puede impactar, sobre todo en sociedades machistas, 
en las posibilidades de obtener empleo de las víctimas, debido a, por ejemplo, la difusión 
de imágenes íntimas o, incluso, la sola mediatización de un caso que la involucre. Incluso, 
los daños pueden producirse antes, cuando la propia víctima tiene dificultades para buscar 
el empleo debido a la vergüenza y el temor de que potenciales empleadores encuentren 
las imágenes. Asimismo, las barreras económicas se extienden cuando la víctima desea 
contratar servicios de asesoría legal para poder denunciar su caso.

Todos estos daños demuestran que la violencia de género en línea es violencia real. Este tipo de 
violencia no solo vulnera los derechos de las mujeres a la igualdad, no discriminación y a llevar una 
vida libre de violencia, sino que también socava el ejercicio democrático y la buena gobernanza, 
al disminuir la presencia y participación de las mujeres en línea, creando un déficit democrático49.

3.2.4. Violencia de género en línea en el Perú

Perú es uno de los países con mayor número de casos de violencia de género en el mundo. Por 
ejemplo, se estima que 7 de cada 10 mujeres han vivido algún tipo de agresión por parte de su 
pareja sentimental. Asimismo, según cifras del Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, 
durante el 2020, el 85 % de los casos atendidos por los Centros Emergencia Mujer (CEM) fueron 
reportados por mujeres50. En adición, entre el 2013 y el 2018, el Observatorio de Criminalidad del 
Ministerio Público reportó que el 93 % de las víctimas de violencia sexual fueron mujeres, y que el 
83.4 % de esta cifra eran menores de edad51.

Si bien existen diversas formas de ejercer violencia, resaltan las siguientes tendencias52:

•	 Violencia física, sexual y feminicidio     

•	 Violencia institucional y cultura de impunidad

•	 Rechazo y/o ausencia de un enfoque de género en políticas públicas

•	 Violencia en contra de activistas y/o defensoras de derechos de las mujeres

•	 Violencia simbólica y discursos de odio

•	 Violencia en contra de grupos de origen indígena, africano u otras poblaciones nativas

49 Consejo de Derechos Humanos, Informe de la Relatora Especial.
50 MIMP. Informe estadístico: violencia en cifras (2020). Disponible en: https://portalestadistico.pe/wp-content/uploads/2021/01/
Informe-Estadistico-N%C2%B0-11-2020-Noviembre.pdf
51 Vanessa Rojas, “Cualquier cosa nos puede pasar”.
52 Albornoz, Flores. Conocer para Resistir, 14.
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En el Perú, actualmente no existen cifras oficiales sobre las distintas modalidades de violencia de 
género en línea, ni un entendimiento profundo sobre cómo agravan las desigualdades sociales 
experimentadas por grupos vulnerables a la violencia53. De igual forma, las investigaciones que 
abordan la manera en que la ciberdelincuencia y la violencia de género se entrecruzan son muy 
pocas. Sin embargo, resaltamos dos iniciativas que nos permiten entender este fenómeno en 
nuestro contexto.

Primero, el Estado, en el marco de las funciones establecidas por la “Ley n.° 30364, ley para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar”, 
ha levantado información cuantitativa sobre VGL a través de la habilitación de la plataforma virtual 
No al Acoso Virtual a cargo del Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables. Sobre este portal, 
vale la pena aclarar que los datos recogidos son los que voluntariamente han aportado quienes 
han decidido reportar sus casos; por lo que, aunque es útil para poder estimar tendencias, no 
reúne toda la data sobre denuncias realizadas y/o acusaciones fiscales formalizadas.

Según el resumen estadístico arrojado por dicha plataforma, a agosto del 202054 se registraron 
2838 casos de acoso en internet. De ellos:

•	 El 88 % de los casos reportados por las víctimas han sido dirigidos a mujeres.

•	 El 63 % de las personas que realizaron los actos de acoso fueron hombres. En términos del 
vínculo del agresor con la víctima, el 5 1% eran desconocidos o personas utilizando perfiles 
falsos. 

•	 En el 49 % del total de casos los actos de violencia tuvieron una frecuencia diaria.

Asimismo, un análisis de los datos recogidos durante este año permite inferir que los casos de 
VGL aumentaron durante el aislamiento obligatorio a propósito de la emergencia sanitaria por 
COVID-19:

•	 Entre el 16 de marzo, fecha en que inició la cuarentena, y agosto 2020 se registraron 793 
casos de acoso virtual.

•	 En un solo mes de aislamiento (junio del 2020) se documentaron 189 casos, el número más 
alto de casos registrados por mes desde que se abrió la plataforma.

•	 Durante este periodo, el perfil del agresor también incluyó a personas conocidas (46 %) 
como amigos, compañeros, vecinos, jefes o compañeros de estudios, y ya no desconocidos.

Por otro lado, las encuestas completadas voluntariamente dan cuenta de un incremento, también 
durante el 2020, de personas “en alto riesgo” y “alerta”. Mientras que, de acuerdo a las respuestas 
brindadas en el test de acoso virtual, durante todo el 2019 se identificaron 508 personas en riesgo; 
solo en los primeros ocho meses de 2020 se alcanzó la cifra de 40855. Es decir, que, de un promedio 

53 Albornoz, Flores. Conocer para Resistir, 9.
54 MIMP. Resumen estadístico de alertas contra el acoso virtual. Periodo Enero-Diciembre (2018, 2019, 2020). Recuperado de: 
http://www.noalacosovirtual.pe/estadisticas.html. 
55 MIMP. Resumen estadístico del test – acoso virtual (2019 y 2020). Recuperados de http://www.noalacosovirtual.pe/estadisticas/
Reporte-estadistico-de-Test-2019.pdf y http://www.noalacosovirtual.pe/estadisticas/Reporte-estadistico-de-Test-ene-ago-2020.
pdf. 
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de 42 casos al mes, se pasó a 51 mensualmente. 

Desde la sociedad civil, por su parte, se han hecho esfuerzos importantes por investigar y 
documentar los alcances y vivencias de la VGL en el Perú. Para este reporte, se tomarán en cuenta 
los hallazgos de Hiperderecho en el informe Conocer para resistir, investigación56 a partir de la 
cual se encontró que son tres los principales grupos que se enfrentan a la VGL en el Perú:

•	 Mujeres, personas LGBTI o cualquier persona que desafíe normas cisheteronormativas sobre 
el género y la orientación sexual. En este caso, la violencia busca invisibilizar e invalidar estas 
identidades, cuerpos y experiencias de vida.

•	 Activistas feministas y defensoras de los derechos de las mujeres, LGBTI y de la igualdad de 
género. En este caso, la violencia en línea es usada para silenciar o reprimir a todas aquellas 
opiniones relacionadas a la equidad social entre géneros. No son pocos los casos, incluso a 
nivel internacional, de mujeres activistas que participan en debates públicos y son acosadas 
y/o amenazadas, incluso, por grupos de agresores que emprenden campañas anónimas y 
violentas contra ellas.

•	 Mujeres de origen indígena o afro que defienden su corporalidad y su origen étnico de 
manera pública. En este caso, la violencia en línea se apoya en el racismo y busca ejercer 
control sobre estos cuerpos para excluirlos de la esfera pública57.

Otros estudios, aunque no centrados en el caso peruano, tienen hallazgos interesantes sobre la 
VGL. Una investigación de Luchadoras con el apoyo de APC, que incluyó dentro de su muestra 
los casos de al menos dos países de la región —México y Colombia—, encontró que los perfiles 
principales eran “mujeres que viven en una relación íntima de violencia, mujeres profesionales con 
perfil público que participan en espacios de comunicación (periodistas, investigadoras, activistas y 
artistas), y mujeres sobrevivientes de violencia física o sexual”58.

Por otro lado, respecto de los agresores, la investigación de Hiperderecho identificó tres perfiles 
principales:

•	 Amigos, parejas o ex parejas: De hecho, se trata de una tendencia a nivel mundial. Un 
estudio realizado por APC entre los años 2012 y 2014 encontró que, en el 40 % de casos, 
los agresores eran personas conocidas por las mujeres agredidas59. Esta violencia se realiza 
para ejercer prácticas de control social o sexual, las cuales se manifiestan por medio del 
acceso no autorizado a dispositivos, la difusión de material íntimo sin consentimiento y 
otras violaciones a la intimidad de las personas.

•	 Agresores anónimos: La VGL se ejerce predominantemente por desconocidos o personas 
anónimas. Es posible que quienes agreden tengan algún tipo de relación con las víctimas, 

56 Para mayor detalle sobre la metodología utilizada, que incluyó un recojo de información a través de métodos cuantitativos y 
cualitativos (encuestas estructuradas y guías semiestructuradas, con una muestra final de 173 encuestas válidas y 20 entrevistas), 
puede revisarse el Informe Conocer para resistir, p. 10-12. 
57 Hiperderecho, Después de la Ley, 14.
58 Luchadoras, La violencia en línea contra las mujeres en México (2017). Disponible en: https://luchadoras.mx/wp-content/
uploads/2017/12/Informe_ViolenciaEnLineaMexico_InternetEsNuestra.pdf 
59 APC, Mapeo de violencia contra las mujeres relacionada con la tecnología. Disponible en: https://www.genderit.org/sites/
default/files/csw_map_1_1.pdf 
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pero que no se las pueda reconocer porque usan otros perfiles. 

•	 Grupos organizados alrededor de afiliaciones políticas, sociales o religiosas en las que los 
agresores acosan y reportan de manera sistemática perfiles públicos y/o privados de sus 
víctimas.

Los Estados tienen la obligación de combatir la violencia contra las mujeres —incluida la violencia 
en línea— y de proteger la libertad de opinión y de expresión, así como la realización de otros 
derechos, como el derecho de acceso a la información sobre salud y derechos sexuales y 
reproductivos60.

Para tal fin, deben adoptar las medidas jurídicas y de políticas correspondientes para erradicar la 
violencia de género en línea contra ellas, las cuales deben enmarcarse en el contexto más amplio 
de los derechos humanos relativos a la discriminación estructural, la violencia y las desigualdades 
con que se enfrentan, y tratar de crear un entorno propicio para el logro de la igualdad de género 
mediante el uso de las TIC61.

4.1. Marco normativo internacional

En la actualidad, existe un consenso y un principio internacional de que los derechos de las 
personas también deben estar protegidos en internet62. En ese sentido, aunque los instrumentos 
internacionales fundamentales de derechos humanos, incluidos los relativos a los derechos de la 
mujer, son anteriores al surgimiento y consolidación de las TIC; los derechos y obligaciones que 
aportan tienen un gran potencial de transformación y desempeñan un papel fundamental en la 
promoción y protección de los derechos humanos fundamentales, por lo que son plenamente 
aplicables a la problemática bajo estudio.

Por tal razón, los derechos de las mujeres, que son derechos humanos amparados mediante 
convenciones, jurisprudencia y normas regionales e internacionales deben estar protegidos 
en internet63. A continuación, se hará un recuento de los principales derechos reconocidos en 
instrumentos internacionales que tienen plena eficacia también en su ejercicio en este espacio.

60 Consejo de Derechos Humanos, Naciones Unidas. A/HCR/35/9 (2017), párr. 37. Disponible en: https://documents-dds-ny.
un.org/doc/UNDOC/GEN/G17/111/86/PDF/G1711186.pdf?OpenElement
61 Naciones Unidas, Guía rápida sobre violencia de género online para activistas. Base introductoria de la discusión en las Naciones 
Unidas (2020). 
62 Consejo de Derechos Humanos, Resolución 32/13. Disponible en: https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/
G16/156/93/PDF/G1615693.pdf?OpenElement 
63 Consejo de Derechos Humanos, Informe de la Relatora Especial, párr. 17.

4. MARCO NORMATIVO
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Cuadro n.°1

Derecho de las 
mujeres Contenido Relevancia de su garantía en internet

Igualdad y no 
discriminación

Se encuentra reconocido en todos 
los tratados de derechos humanos, 
especialmente, en el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, la Carta 
Americana de derechos humanos y la 
Convención sobre la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación 
Contra la Mujer. Este derecho tiene el 
objetivo de garantizar el libre y pleno 
ejercicio de los derechos de las personas, 
sin discriminación alguna por motivos 
de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas o de cualquier otra 
índole(1).

Como se ha señalado, en este espacio 
se manifiestan, también, estereotipos 
de género, actitudes y patrones 
socioculturales discriminatorios y 
violentos contra las mujeres y otros 
grupos vulnerables. De hecho, la 
relatora para los derechos de las 
mujeres de la ONU ha señalado que 
“las nuevas formas de TIC han facilitado 
nuevos tipos de violencia por razón de 
género y desigualdad de género en el 
acceso a las tecnologías, que impiden 
a las mujeres y las niñas el pleno 
disfrute de sus derechos humanos y 
de su capacidad para lograr la igualdad 
de género”(2). En atención a ello, se 
entiende que es obligación de los 
Estados garantizar el respeto a este 
principio/derecho para lograr un igual 
acceso, uso y participación de hombres 
y mujeres en este espacio.

Vida libre de 
violencia

Se encuentra reconocido expresamente 
en la Convención Belém do Pará (art. 
3), y ha sido desarrollado por las 
Recomendaciones Generales del Comité 
para la Eliminación de la Discriminación 
Contra la mujer(3). Este derecho busca 
garantizar que las mujeres, en todo su 
ciclo de vida y diversidades, no sean 
objeto de ningún tipo de violencia ya sea 
física, psicológica, sexual o económica, en 
ningún espacio (público o privado).

Al ser internet un espacio en el que la 
violencia contras las mujeres también 
se reproduce, en la Recomendación 
General n.° 35 del Comité para la 
Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer, se ha señalado que la 
protección de este derecho abarca los 
entornos tecnológicos, y, por tanto, 
es obligación de los Estados contar 
con sistemas que le permitan recabar 
información sobre la violencia en este 
medio, así como contar mecanismos 
para prevenirla y sancionarla(4).

(1) Artículo 1 de la Carta Americana de Derechos Humanos.
(2) Consejo de Derechos Humanos (2018), Informe de la Relatora Especial, párr. 14.
(3) Especialmente en Recomendación General n.° 35.
(4) Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer. Recomendación General n.° 35 sobre la violencia por razón de género contra la mujer, por la que 
se actualiza la Recomendación General num. 19. Disponible es: https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2017/11405.pdf
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Libertad de 
expresión y acceso 
a la información

Se encuentra reconocido en el art. 19 
del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos y en el art. 13 de la 
Convención Americana. De acuerdo a la 
Opinión Consultiva OC-5/85(5), la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos 
ha señalado que este derecho tiene 
una doble dimensión: una individual, 
que protege el derecho de hablar o 
escribir y, además, el derecho de utilizar 
cualquier medio apropiado para difundir 
el pensamiento y hacerlo llegar al mayor 
número de destinatarios; y una social, 
según la cual la libertad de expresión es 
un medio para el intercambio de ideas 
e informaciones para la comunicación 
masiva entre los seres humanos(6). Este 
derecho tiene como contrapartida el 
derecho de acceso a la información, el 
que está directamente relacionado al 
acceso y uso de las TIC.

La Relatora Especial de la ONU (SUDH) 
ha enfatizado que “el acceso a la 
información incluye el acceso a las 
TIC, que suele caracterizarse por la 
desigualdad entre los géneros o una 
brecha digital de género, a saber, la 
discriminación por razón de género 
contra la mujer en el acceso y el uso 
de las TIC, que obstaculiza el pleno 
disfrute por la mujer de sus derechos 
humanos. El acceso de las mujeres a las 
TIC es parte de su derecho a la libertad 
de expresión, y es necesario para el 
disfrute de otros derechos humanos 
fundamentales, como los derechos a 
participar en la adopción de decisiones 
políticas y a la no discriminación”(7).

Intimidad y vida 
privada

Se encuentra reconocido en el art. 17 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos y en el art. 11 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos. En 
esta última, se señala que toda persona 
tiene derecho al respeto de su honra y al 
reconocimiento de su dignidad y a que 
nadie puede ser objeto de injerencias 
arbitrarias o abusivas en su vida privada, 
en la de su familia, en su domicilio o en su 
correspondencia, ni de ataques ilegales a 
su honra o reputación.

Una de las manifestaciones de la 
violencia de género en línea es el 
doxxing (publicación de información 
privada), que supone una clara 
violación al derecho a la intimidad. En 
ese sentido, la Relatora Especial sobre 
violencia contra la mujer ha señalado 
que es obligación de los Estados 
proteger estos derechos a través de 
medidas que, entre otros, penalicen 
estos actos(8).

Integridad

Se encuentra reconocido en el art. 5 de 
la Convención Americana de Derechos 
Humanos y tiene el objeto de garantizar 
la integridad psíquica, física y moral de 
las personas.

Este derecho se ve vulnerado ante 
hechos de violencia de género en 
línea. Ante los mismos, es deber de 
los Estados proteger el derecho a la 
integridad de las mujeres en estos 
espacios, estableciendo, a su vez, 
medidas que le permitan acceder a la 
justicia.

Elaboración: Defensoría del Pueblo
Fuente: Legislación internacional sobre la protección de derechos humanos

(5) Disponible en: https://www.corteidh.or.cr/sitios/libros/todos/docs/cuadernillo16.pdf 
(6) Ver, también, Corte IDH, “La Última Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros) Vs. Chile, párr. 84; Ricardo Canese Vs. Paraguay, párr. 81; Palamara Iribarne Vs. 
Chile, párr. 69
(7) Consejo de Derechos Humanos (2018), Informe de la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias acerca de la violencia en línea 
contra las mujeres y las niñas desde la perspectiva de los derechos humanos, párr. 53.
(8) Ibidem, párr. 102.
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El reconocimiento de estos derechos genera una obligación en los Estados para garantizarlos y 
respetarlos; así como de adoptar medidas orientadas a brindar la protección judicial que ampare 
a las personas, contra actos que violen tales derechos.

Así, por ejemplo, respecto de la violencia contra la mujer, la Convención Belém do Pará establece la 
obligación de los Estados de actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar; 
y, además, incluir en su legislación normas penales, administrativas y de otra naturaleza para el 
mismo fin (art. 7, inc. b y c).

En el mismo sentido, la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (Cedaw, 1979), en su artículo 2.e., recoge el compromiso de los Estados de “tomar 
todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer practicada por 
cualesquiera personas, organizaciones o empresas”.

El principio de debida diligencia, por lo tanto, abarca y obliga a los Estados a tomar medidas 
adecuadas para prevenir la violencia antes de que ocurra, así como a adoptar leyes y políticas 
relevantes para investigar, perseguir y sancionar a los agresores64. Estas obligaciones han sido 
recogidas por la propia Corte Interamericana en el caso Campo Algodonero, donde se estableció 
que la Convención Belém do Pará obliga a los Estados partes a utilizar la debida diligencia para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer.

Al respecto, la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer de la ONU, tomando como 
referencia el trabajo de Abdul Aziz y Janine Moussa, ha precisado que las obligaciones de los 
Estados para prevenir y combatir la violencia en línea contra las mujeres abarcan las siguientes 
esferas fundamentales:

•	 Prevención: La prevención puede incluir medidas para crear conciencia sobre la violencia 
contra las mujeres facilitada por las TIC como un espacio donde se reproduce esta 
problemática, así como para establecer y proporcionar información sobre los servicios y la 
protección jurídica de que disponen para poner fin a las violaciones y evitar que se repitan65. 
Respecto a la obligación de prevención, la Corte Interamericana ha indicado, en el caso 
conocido como Campo Algodonero (González y otras vs. México), que los Estados:

[...] deben contar con un adecuado marco jurídico de protección, con una aplicación 
efectiva del mismo y con políticas de prevención y prácticas que permitan actuar de una 
manera eficaz ante las denuncias. La estrategia de prevención debe ser integral, es decir, 
debe prevenir los factores de riesgo y a la vez fortalecer las instituciones para que puedan 
proporcionar una respuesta efectiva a los casos de violencia contra la mujer [...]66.

•	 Protección: La obligación de proteger a las víctimas, en el caso de la violencia en línea 
contra la mujer, puede abarcar el establecimiento de procedimientos para la supresión 
inmediata de contenido perjudicial por motivos de género mediante la eliminación del 

64 Abdul Aziz, Zarizana (2017). Due diligence and accountability for online violence against women. APC. Disponible en: https://
documents-dds-ny.un.org/doc/unDoC/ 
65 Hiperderecho (2020). Después de la Ley. Buscando Justicia de género para mujeres y personas LGTBQ+ que enfrentan violencia 
de género en el Perú. Disponible en: https://hiperderecho.org/wp-content/uploads/2020/12/Informe-1_Despue%CC%81s-de-la-
ley.pdf
66 Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México, párr. 258.
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material original o de su distribución. La protección también implica la adopción de medidas 
judiciales inmediatas por conducto de órdenes judiciales nacionales y la rápida intervención 
de los intermediarios de internet y, en algunos casos, también puede requerir la cooperación 
extraterritorial. Incluye, además, la prestación de servicios accesibles para supervivientes, 
como servicios de asistencia jurídica.

Asimismo, supone la obligación de los Estados de adoptar medidas positivas para erradicar 
todas las formas de violencia, incluidas las manifestaciones de violencia en línea, aunque 
no se haya presentado una denuncia (por ejemplo, en el caso de los foros en línea que, en 
general, promueven la violencia contra la mujer).

•	 Investigación, persecución y juzgamiento: Con frecuencia, los órganos encargados de 
hacer cumplir la ley trivializan la violencia en línea contra la mujer, culpan a las víctimas 
o atienden los casos con excesiva demora. Como consecuencia, las mujeres desisten de 
presentar sus denuncias. Aun en los casos en que las mujeres presentan denuncias y se 
inician investigaciones, tropiezan con nuevos obstáculos debido a la falta de conocimientos 
técnicos y de capacidad en el poder judicial (incluidos los sistemas judiciales, los magistrados 
y los jueces). Además, el costo de los litigios impide que muchas sobrevivientes, en particular 
las mujeres más pobres, presenten sus causas ante los tribunales. 

El enjuiciamiento consiste en la investigación y la interposición de actuaciones penales contra 
los autores. Para ello, es fundamental contar con equipos de respuesta inicial —incluidos 
la policía y las líneas telefónicas de asistencia— y operadores de justicia debidamente 
capacitados, a fin de obtener una descripción fiel de la realidad de las experiencias de las 
mujeres y facilitar su acceso a la justicia y los recursos.

Respecto de la investigación, la Corte IDH ha desarrollado, en su jurisprudencia, los 
siguientes principios:

•	 Oficiosidad67: El Estado está obligado, una vez que toma conocimiento de una grave 
violación de derechos humanos, a iniciar de oficio una investigación seria y efectiva 
de los hechos.

•	 Oportunidad68: Las investigaciones de graves violaciones a los derechos humanos 
deben ser oportunas. Ellas deben iniciarse de manera inmediata para impedir la 
pérdida de pruebas que pueden resultar fundamentales para la determinación de 
responsabilidades, deben realizarse en un plazo razonable y deben ser propositivas69.

•	 Participación de las víctimas70: Toda persona que se considere víctima de una grave 
violación a los derechos humanos, o sus familiares, tienen derecho a acceder a la 
justicia.

•	 Sanción: Los Estados tienen la obligación de sancionar a los responsables por sus 
delitos mediante penas que sean necesarias y proporcionales al hecho delictivo. 

67 Corte IDH. Caso Heliodoro Portugal Vs. Panamá, párr. 144.
68 Corte IDH. Caso Anzualdo Castro Vs. Perú, párr. 135.
69 Ver CEJIL. Debida Diligencia en la Investigación de Graves Violaciones a Derechos Humanos. (Buenos Aires: 2010). Disponible 
en: https://www.corteidh.or.cr/tablas/r25129.pdf 
70 Corte IDH, caso Heliodoro Portugal Vs. Panamá, párr. 247.
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La imposición del castigo adecuado transmite el mensaje de que no se tolerará la 
violencia contra las mujeres facilitada por las TIC, lo cual es especialmente importante 
para las mujeres víctimas de la violencia en línea, que con frecuencia no reciben una 
respuesta eficaz.

En el caso Campo Algodonero (González y otras) vs. México, la Corte Interamericana 
señaló que la impunidad de los delitos de violencia contra la mujer da el mensaje de 
que este tipo de violencia es tolerado, “lo que favorece su perpetuación y la aceptación 
social del fenómeno, el sentimiento y la sensación de inseguridad en las mujeres, 
así como una persistente desconfianza de éstas en el sistema de administración de 
justicia”71.

•	 Reparación integral: En la mayoría de los casos, se otorgan reparaciones a las 
víctimas de la violencia por razón de género, como recursos civiles que incluyen una 
compensación financiera para sufragar los costos de las pérdidas cuantificables (como 
la atención médica, la pérdida de salarios y daños materiales), lesiones y pérdidas 
no cuantificables, además de la necesidad de los supervivientes de reconstruir sus 
vidas a corto, mediano y largo plazo. Las medidas de reparación también incluyen 
la eliminación inmediata de los contenidos nocivos, así como formas de restitución, 
rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, que combinen medidas 
simbólicas, materiales, individuales y colectivas, en función de las circunstancias y de 
las reclamaciones de la víctima. También deberían incluir un requerimiento inmediato 
a fin de impedir la publicación de contenidos nocivos.

El fundamento de las medidas de restitución se encuentra en los principios del 
derecho internacional y del derecho en general72, y, en cuanto a la normativa regional, 
en el artículo 63.1 de la Convención Interamericana:

Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta 
Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho 
o libertad conculcados.  Dispondrá, asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen 
las consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos 
derechos y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada.

4.2. Marco normativo nacional

El concepto de violencia de género de la Convención Belém do Pará ha sido recogido por (i) la 
“Ley n.° 30364, ley para para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y 
los integrantes del grupo familiar”, de 2015; (ii) el Plan Nacional Contra la Violencia de Género 
2016- 2021 y (iii) la Resolución Ministerial n.° 151-2016-MIMP, marco normativo que oficializa el 
documento Violencia basada en género. Marco Conceptual para las políticas públicas y la acción 
del Estado.

Asimismo, a pesar de que no existe una normativa específica que aborde la VGL, sí contamos con 

71 Corte IDH, caso Campo Algodonero (González y otras) v. México, párr. 400.
72 Comisión Nacional de los Derechos Humanos, “Sinay Pinacho Espinosa. El derecho a la reparación del daño en el Sistema 
Interamericano” (2019). Disponible en: https://www.cndh.org.mx/sites/default/files/documentos/2019-09/Derecho-Reparacion-
Dano-SI.pdf
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una normativa sancionatoria, tanto a nivel penal como administrativo, que permite su atención, 
inclusive en ámbitos específicos como el laboral y educativo73. Sin embargo, aunque exista un 
contenido formal de leyes y políticas que, de alguna manera, establecen pautas para la respuesta 
estatal en materia de violencia de género en línea, existen brechas en su implementación74.

4.2.1. Plan Nacional Contra la Violencia de Género 2016-2021 (PNCVG)

Respecto del abordaje de la violencia de género en línea por el Estado peruano, un primer 
instrumento a tener en cuenta es el Plan Nacional Contra la Violencia de Género 2016-202175, 
el cual reconoce el uso de las tecnologías de la información como una de las modalidades para 
ejercer las violencias76:

Violencia y las tecnologías de la información y la comunicación-TIC: [...] Además de la discriminación 
contra las mujeres en el acceso a las TIC, la Internet ha hecho que la explotación sexual de 
mujeres, niñas y niños y la violencia en su contra se normalice lo cual es altamente peligroso. En 
esta modalidad de violencia se desarrolla un sistema criminal que viola las leyes que prohíben 
la explotación y violencia sexuales, lo que ha llevado a que las nuevas tecnologías permiten el 
establecimiento de comunidades en línea, libres de interferencias o estándares en donde la 
violencia sexual se ejerce de manera impune77.

Como se puede evidenciar, el hecho de que la violencia en línea sea considerada solo una modalidad 
para ejercer otras violencias, contrasta con la escuela de pensamiento que propone que esta es 
un tipo de violencia de género que aprovecha las características diferenciales técnicas y sociales 
de internet para causar daño o sufrimiento y no solo un modo78. Sin embargo, su mención es un 
primer paso para su reconocimiento como un elemento a tener en cuenta en el desarrollo de 
políticas y programas estatales.

Por su parte, la Política Nacional de Igualdad de Género se refiere nuevamente a la brecha digital. 
En ella se describe la desigualdad en el acceso, control y uso de las tecnologías de información 
y comunicación, que tiene como consecuencia menor productividad laboral, dificultades en el 
manejo del tiempo y mayor costo en el acceso de información.

4.2.2. Ley n.° 30364, Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres 
e integrantes del grupo familiar y su reglamento

Otra norma importante es la Ley n.°30364, debido a que en ella recae la construcción de todas 
las políticas públicas relativas a la violencia contra las mujeres, incluido el PNCVG. Además de 
establecer un marco conceptual para el abordaje de la problemática, plantea un procedimiento 

73 Hiperderecho, Después de la Ley.
74 Stéphanie Rousseau, Eduardo Dargent, Aurora Escudero. Rutas de atención estatal a las víctimas de violencia de género. 
Entre legados e innovaciones (CIES: 2019), 8. Disponible en: http://www.cies.org.pe/sites/default/files/investigaciones/informe_
entrega_final_rousseau_dargent_escudero_10062019.pdf 
75 Decreto Supremo n.° 008-2016-MIMP que aprueba el “Plan nacional contra la violencia de género 2016 - 2021”, Modelo 
Conceptual (2016). Disponible en: https://www.mimp.gob.pe/files/programas_nacionales/pncvfs/procesos/DS-008-2016-mimp-
PlanNacionalContraVioleciaGenero.pdf 
76 De acuerdo al mismo documento, los tipos de violencia son: física, sexual, psicológica 
77 Decreto Supremo N.º 008-2016-MIMP que aprueba el “Plan nacional contra la violencia de género 2016 - 2021”, Modelo 
Conceptual (2016). 
78 Zerdá Y Demtschenko, “Violencia de género digital”.
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especial de atención ante hechos de este tipo.

En ese sentido, crea herramientas específicas para la denuncia y la obtención de medidas de 
protección de manera célere y efectiva, pone a disposición de las víctimas servicios de asesoría 
legal, social y psicológica gratuitos, y establece una clara prohibición de revictimización para los 
operadores del sistema de justicia, y destierra la valoración de la evidencia con estereotipos de 
género.

En relación con la violencia de género en línea, es importante mencionar que en el art. 8 del 
reglamento de esta Ley (Decreto Supremo n.° 009-2016-MIMP) se hace mención a la “violencia 
a través de las tecnologías de la información y comunicación” como una modalidad de violencia; 
por lo que se posibilita a que esta pueda ser atendida por los servicios especiales de protección a 
las mujeres y siguiendo el proceso de tutela especial.

4.2.3. Delitos tipificados relativos a la violencia de género en línea

4.2.3.1. Decreto Legislativo n.° 1410

La norma peruana más relevante y específica para la atención de casos de VGL es el Decreto 
Legislativo n.° 141079. Este decreto se promulgó en septiembre del 2018 y modificó el Código Penal, 
incorporando los artículos 151-A (Acoso), 154-B (Difusión de imágenes, materiales audiovisuales 
o audios con contenido sexual), 176-B (Acoso sexual) y 176-C (Chantaje sexual). La Exposición de 
Motivos del Decreto señala lo siguiente:

La regulación de estos tipos penales responde a que la violencia de género se ve recrudecida 
cuando los agresores se valen de poderes (instantáneos, controlados y automáticos) como son 
las nuevas tecnologías, ejerciendo “un nuevo tipo de violencia psicológica sobre sus víctimas”. Es 
responsabilidad del legislador reconocer legalmente esta nueva problemática y sancionar estas 
conductas para una adecuada protección de las víctimas de violencias. Las nuevas tecnologías de 
la información o comunicación constituyen un nuevo cauce para la comisión de delitos al ser un 
escenario que se enmarca dentro de un plano de ilegalidad, sobre el que existe el anonimato y 
gran incertidumbre jurídica; sin embargo, causan un grave daño en las víctimas y se han vuelto un 
instrumento de violencia80.

Así, a partir de la fecha de la promulgación de la norma, estas conductas se han añadido al Código 
Penal peruano y son denunciables penalmente por quienes enfrentan este tipo de violencia, o su 
entorno, ante las instancias correspondientes. Los nuevos delitos reconocen en su redacción que 
la conducta delictiva puede realizarse empleando las TIC y en el caso de la difusión de imágenes 
íntimas, el uso de la tecnología es inclusive un agravante que aumenta la pena.

79 Decreto Legislativo n.° 1410 (2018).
80 Decreto Legislativo n.° 1410.
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Cuadro n.° 2

Delito Artículo en el Código Penal

Acoso Artículo 151-A

Acoso sexual Artículo 176-B

Chantaje sexual Artículo 176-C

Difusión de imágenes, materiales audiovisuales o audios 
con contenido sexual Artículo 154-B

Elaboración: Defensoría del Pueblo
Fuente: Código Penal

Con estas modificaciones en el Código Penal, por primera vez en la legislación peruana, se propone 
la creación de delitos que reconocen que las más afectadas por este tipo de actos, a lo largo de 
todo su ciclo de vida, son las mujeres (art. 1). Además, los tipos penales incorporados toman en 
cuenta la importancia de la tecnología en su comisión, a la vez que prestan atención a las formas 
de violencia de género en línea más recurrentes. De este modo, Perú, junto con México y Brasil, 
es uno de los pocos países de la región que han tipificado estas expresiones de VGL. 

Sin embargo, este decreto también tiene limitaciones que merece la pena señalar. A diferencia 
de otros delitos que tienen una ley específica, como es el caso de los delitos informáticos, las 
expresiones de VGL que constituyen delitos no forman parte de un cuerpo normativo compacto. 
Por esa razón, la forma en que se mide y selecciona aquellos casos en los que sí interviene el 
uso de internet de aquellos en los que no está clara, por ejemplo, en los casos de acoso y acoso 
callejero. 

Como consecuencia, no se tiene datos sobre cuántos casos de VGL han sido denunciados o 
atendidos efectivamente con la promulgación del D. Leg. n.° 1410. Tampoco existen estadísticas 
sobre las denuncias previas al D. Leg. n.° 1410, porque conductas como el acoso ni siquiera estaban 
reconocidas como delitos en el ámbito no digital. 

Otra limitante importante es que el delito de “difusión de imágenes íntimas sin consentimiento” 
(art. 154-B), al haber sido incorporado en la sección de “delitos contra la violación de la intimidad” 
del Código Penal, es un delito perseguible por acción penal privada (art. 158), a diferencia de los 
demás.

Con motivo de esa calificación, la persona afectada debe asumir la responsabilidad de investigar, 
recabar pruebas y presentar su teoría del caso, de modo que sobre ella recae la carga de la prueba 
y la acusación, en lugar de que ello sea asumido por el Ministerio Público. De hecho, ya existe por 
lo menos un antecedente documentado de un caso de violación de la intimidad que fue declarado 
improcedente por no seguir los procedimientos de un delito de acción privada81.

81 En 2017, la Fiscalía Provincial Mixta de Pacasmayo ordenó la detención de un hombre acusado del delito de Violación de la 
intimidad (artículo 154 del CP) y ofició al Juzgado de Investigación Preparatoria de la Provincia de Pacasmayo. Durante la audiencia, 
el juez detectó que el delito era de acción privada y por lo tanto declaró nulo todo lo actuado y ordenó la liberación del imputado. 
Ver casos: https://undiario.pe/2017/02/16/juez-delito-contra-la-intimidad-personal-si-se-sanciona-incluso-con-prision-efectiva 
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Tener que asumir el costo de su propia defensa, en particular para las mujeres más pobres, impide 
que muchas supervivientes presenten sus causas ante los tribunales. Con ello, se promueve la 
impunidad de este delito y se exime al Estado de su obligación de brindar protección, atención, 
sanción y reparación a quienes lo enfrentan. Por lo tanto, es fundamental evaluar la labor de 
los equipos de respuesta inicial —incluidos los intermediarios de internet, la policía y las líneas 
telefónicas de asistencia—82.

4.2.3.2. Delitos informáticos

Por otro lado, la Ley n° 30096, Ley de Delitos Informáticos, establece en su artículo 5 el delito de 
proposiciones a niños, niñas y adolescentes con fines sexuales por medios tecnológicos (conocido 
coloquialmente como grooming):

El que a través de internet u otro medio análogo contacta con un menor de catorce años para 
solicitar u obtener de él material pornográfico, o para proponerle llevar a cabo cualquier acto 
de connotación sexual con él o con tercero, será reprimido con una pena privativa de libertad no 
menor de cuatro ni mayor de ocho años e inhabilitación conforme a los numerales 1, 2, 4 y 9 del 
artículo 36 del Código Penal. 

Cuando la víctima tiene entre catorce y menos de dieciocho años de edad y medie engaño, la pena 
será no menor de tres ni mayor de seis años e inhabilitación conforme a los numerales 1, 2, 4 y 9 
del artículo 36 del Código Penal.

Asimismo, en virtud de la segunda disposición complementaria modificatoria, los delitos 
informáticos se incorporaron dentro de los delitos comprendidos por la Ley n.° 30077, Ley contra 
el Crimen Organizado. Dicha ley fija las reglas y procedimientos relativos a la investigación, 
juzgamiento y sanción de los delitos cometidos por organizaciones criminales. Para ello, 
dispone técnicas especiales de investigación, entre las que se encuentran la intervención de las 
comunicaciones (art. 10, en concordancia con el art. 230 del Código Procesal Penal) y la habilitación 
de agentes encubiertos (art. 13, en concordancia con el art. 341 del Código Procesal Penal).

4.2.3.3. Otros tipos penales

Más allá de las conductas sancionadas por el Decreto Legislativo n.° 1410 y la Ley n.°30096, 
existen otros tipos penales que, bajo ciertos escenarios, también podrían considerarse útiles 
para denunciar VGL, como la violación de la intimidad, la suplantación de identidad, el acceso no 
autorizado a dispositivos, la difamación, entre otros.

Cuadro n.° 3

Delitos contra la 
intimidad

Artículo 154.- Violación de la intimidad
Artículo 154-A.- Tráfico ilegal de datos personales
Artículo 157.- Uso indebido de archivos computarizados

Delitos de 
pornografía infantil Artículo 183-A.- Pornografía infantil

82 Consejo de Derechos Humanos, Informe de la Relatora Especial, párr. 68.
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Delitos contra la 
vida, el cuerpo y la 
salud

Artículo 121.- Lesiones graves

Delitos informáticos
Ley de Delitos Informáticos, Artículo 2.- Acceso ilícito
Ley de Delitos Informáticos, Artículo 9.- Suplantación de identidad

Delitos contra el 
honor

Artículo 130.- Injuria
Artículo 131.- Calumnia
Artículo 132.- Difamación

Elaboración: Defensoría del Pueblo
Fuente: Código Penal

Es de importancia también el artículo 154-A del Código Penal, relativo al tráfico ilegal de datos 
personales, en tanto la VGL también podría manifestarse a través de esta conducta:

Artículo 154°-A.- Tráfico ilegal de datos personales

El que ilegítimamente comercializa o vende información no pública relativa a cualquier ámbito de 
la esfera personal, familiar, patrimonial, laboral, financiera u otro de naturaleza análoga sobre una 
persona natural, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de dos ni mayor de cinco 
años.

Si el agente comete el delito como integrante de una organización criminal, la pena se incrementa 
hasta en un tercio por encima del máximo legal previsto en el párrafo anterior.

Finalmente, en lo referente a la determinación de la pena, es relevante mencionar que, dentro del 
rango establecido para cada delito, existe en nuestro Código Penal una disposición de agravar la 
pena en caso el delito haya sido cometido bajo móviles de discriminación o intolerancia a causa 
del género, identidad de género y orientación sexual.

4.2.4. Regulación a nivel administrativo

4.2.4.1 Laboral

Es importante anotar que tanto el ámbito laboral (privado y público), como el ámbito universitario, 
cuentan con regulación para poder atender, sancionar y reparar los casos de VGL. En efecto, en el 
ámbito laboral privado y público, la Ley n.° 27942, Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento 
Sexual83 y su Reglamento84 establecen un procedimiento interno orientado por los principios de no 
revictimización, respeto a la integridad personal, celeridad e intervención inmediata y oportuna. 
En ese sentido, incluye la posibilidad de obtener medidas de protección y atención médica y 
psicológica.

El artículo 4 define al hostigamiento sexual85 “como una forma de violencia que se configura a 
83 Ley n.° 27942, Ley de prevención y sanción del hostigamiento sexual (2003). Disponible en: https://www.mimp.gob.pe/files/
direcciones/dgcvg/legisnacional/ley27942.pdf 
84 Decreto Supremo N.º 014-2019-MIMP, Decreto Supremo que aprueba el Reglamento de la Ley n.° 27942, ley de Prevención y 
Sanción del Hostigamiento Sexual (2019). Disponible en: https://busquedas.elperuano.pe/normaslegales/decreto-supremo-que-
aprueba-el-reglamento-de-la-ley-n-27942-decreto-supremo-n-014-2019-mimp-1790853-2/ 
85 Asimismo, define al hostigador como “toda persona, varón o mujer, que realiza un acto de hostigamiento sexual” y al hostigado 
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través de una conducta de naturaleza o connotación sexual o sexista no deseada por la persona 
contra la que se dirige, que puede crear un ambiente intimidatorio, hostil o humillante; o que 
puede afectar su actividad o situación laboral, docente, formativa o de cualquier otra índole”.  
Por lo tanto, si bien la norma no especifica el medio a través del cual se puede realizar estas 
situaciones de hostigamiento, la conducta que implica hostigamiento sexual también se puede 
realizar a través de medios virtuales.

En el 2009, esta ley se modifica a través de la Ley n.° 29430, que incorpora nociones de violencia 
horizontal, en contraste con la violencia vertical o jerárquica (ejercida, por ejemplo, por un jefe, 
profesor, etc.) de su predecesora. De este modo, por ejemplo, se puede sancionar también a 
estudiantes y/o colegas de trabajo, aunque no haya una relación de subordinación.

En el 2018, se volvió a modificar dicha normativa a través del Decreto Legislativo n.° 141086, que 
modifica el concepto de hostigamiento sexual eliminando los requerimientos de que la conducta 
de acoso sea reiterativa o “rechazada por la víctima” para que sea considerada como tal. Además, 
esta norma dispuso que el Poder Ejecutivo debía aprobar un nuevo Reglamento de la Ley n.° 
27942.

4.2.4.2. Universitario

En el ámbito universitario, es importante resaltar que la Ley n.° 30220, Ley Universitaria87, en 
su artículo 90, establece la posibilidad de separar preventivamente al docente denunciado. 
Asimismo, en el 2018, entró en vigencia la Resolución Ministerial n.° 380-2018, que aprueba 
los “Lineamientos para la elaboración de documentos normativos internos para la prevención 
e intervención en casos de hostigamiento sexual en la comunidad universitaria”88, contenido 
mínimo que universidades públicas y privadas deben observar en sus regulaciones internas sobre 
hostigamiento sexual.

El 22 de julio de 2019, se emite un nuevo reglamento (Decreto Supremo n.° 014-2019-MIMP) que 
indica que los centros laborales o educativos con más de 20 trabajadores deberán contar con un 
comité de intervención frente al hostigamiento sexual89. Al ser una norma emitida recientemente 
en el 2019, a la fecha no se encuentra implementada en muchos centros laborales y universidades. 
Por tanto, no existiría una instancia para recibir quejas o denuncias, dictar medidas de protección, 

u hostigada como “toda persona varón o mujer, que es víctima de hostigamiento sexual” (artículo 3).
86 Decreto Legislativo n.° 1410, Decreto Legislativo que incorpora el delito de acoso, acoso sexual, chantaje sexual y difusión 
de imágenes, materiales audiovisuales o audios con contenido sexual al Código Penal, y modifica el procedimiento de sanción 
del hostigamiento sexual. Disposiciones complementarias modificatorias (2018). Disponible en: https://busquedas.elperuano.pe/
normaslegales/decreto-legislativo-que-incorpora-el-delito-de-acoso-acoso-decreto-legislativo-n-1410-1690482-3/ 
87 Ley n.° 30220, Ley Universitaria, artículo 90 (2014). Disponible en: https://www.gob.pe/institucion/minedu/normas-
legales/118482-30220  
88 Resolución Ministerial n.° 380-2018, Lineamientos para la elaboración de documentos normativos internos para la prevención e 
intervención en casos de hostigamiento sexual en la comunidad universitaria (2018). Disponible en: https://busquedas.elperuano.
pe/normaslegales/aprueban-los-lineamientos-para-la-elaboracion-de-documentos-resolucion-vice-ministerial-n-294-2019-
minedu-1830599-17  
89 Decreto Supremo n.° 014-2019-MIMP, Decreto Supremo que aprueba el Reglamento de la Ley n.° 27942, Ley de Prevención y 
Sanción del Hostigamiento Sexual, artículo 14.2 (2019). Disponible en: https://busquedas.elperuano.pe/normaslegales/decreto-
supremo-que-aprueba-el-reglamento-de-la-ley-n-27942-decreto-supremo-n-014-2019-mimp-1790853-2/ 
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investigar, emitir recomendaciones de sanción y otras medidas adicionales, todavía.

Asimismo, se aprobaron nuevos lineamientos para documentos normativos universitarios 
(Resolución Viceministerial n.° 294-2019-MINEDU). En virtud de estos lineamientos, las 
universidades deben redactar y aprobar sus respectivos reglamentos internos en materia de 
acoso y hostigamiento sexual en las universidades, siguiendo la ruta de atención planteada por el 
Minedu, y con el contenido mínimo señalado para ello.

Para el presente documento, se han revisado los reglamentos sobre hostigamiento sexual de cinco 
universidades, procurando que la muestra recoja tanto universidades privadas (2) y públicas (3), 
como de Lima (3) y de otras regiones (2), a fin de evaluar si los mismos reconocen la posibilidad 
de que se presente violencia de género en línea o a través de medios virtuales, e identificar si en 
dichos reglamentos se han establecido las faltas, infracciones y sanciones que permitan que el 
procedimiento disciplinario realmente pueda llevarse a cabo.

Cuadro n.° 4

Universidad ¿Reconoce la violencia de género 
en línea? ¿Determina infracciones y/o sanciones?

UNMSM (Lima) Sí, pero en las definiciones.
No determina. Reenvía a la normativa 
nacional y al Reglamento Disciplinario 
General de la universidad.

PUCP (Lima) Sí, pero en las definiciones, no en 
las faltas.

Sí las determina, porque es parte del 
Reglamento Disciplinario General de la 
universidad. 

Calificación: faltas muy graves. No se 
precisan sanciones.

UNFV (Lima)
Sí, es explícito en incorporar las 
“manifestaciones de hostigamiento 
sexual por medios digitales”.

No determina. Reenvía a la normativa 
nacional.

UNSCH 
(Ayacucho)

Sí, dentro del ámbito de 
aplicación de la norma y en las 
manifestaciones de hostigamiento 
sexual.

No determina. Reenvía al régimen 
disciplinario general de la universidad. 
Sin embargo, el Reglamento General solo 
recoge infracciones muy graves, entre 
las cuales ninguna se ajusta al contenido 
del hostigamiento sexual. Además, el 
Reglamento no respeta el principio de 
tipicidad de la LPAG, pues sanciona la 
“conducta inmoral grave” y los “actos 
graves de indisciplina”.

UDEP (Piura)
Sí, en las definiciones y en una 
de las faltas (“proposiciones 
sexuales”).

No determina sanciones. Reenvía al régimen 
disciplinario general de la universidad.

Elaboración: Defensoría del Pueblo
Fuente: Hiperderecho
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Como puede advertirse, una de las principales falencias es que, a pesar de que las universidades 
han cumplido con la obligación de aprobar reglamentos en la materia, conforme indica la normativa 
actual, estos reglamentos o bien no delimitan faltas, o reenvían al reglamento disciplinario 
general —el cual no contiene disposiciones específicas sobre el acoso—, con lo cual se hace muy 
complicado para las afectadas entender qué ruta seguir, y, sobre todo, cuál será el desenlace de 
su denuncia.

4.2.5. Regulación a nivel civil

En nuestra normativa civil, podemos acudir al régimen de responsabilidad extracontractual que 
está regulado en la sección sexta del Libro VII (Fuentes de las Obligaciones) del Código Civil. En 
ese sentido, si quien sufre de VGL desea obtener una reparación económica, puede demandar 
civilmente una indemnización por daños y perjuicios por aquellos de naturaleza extracontractual 
sufridos. Si bien el Código Civil y el Código Procesal Civil no contemplan ningún escenario específico, 
se le puede invocar en casos de VGL a partir de las consecuencias que esta hubiera tenido en la 
vida de la persona afectada.

La indemnización, según el articulado del Código, comprende las consecuencias derivadas de la 
acción generadora del daño, incluyendo el lucro cesante, el daño a la persona y el daño moral, 
considerando su magnitud y el menoscabo producido a la víctima o a su familia (arts. 1984 y 1985 
del Código Civil). 

4.2.6. Obligaciones de los intermediarios

Según la Ley n.° 29733, Ley de Protección de Datos Personales, toda persona tiene derecho a ser 
informada en forma detallada, sencilla, expresa, inequívoca y de manera previa a su recopilación, 
sobre la finalidad para la que los datos personales serán tratados, quiénes son o pueden ser sus 
destinatarios, la transferencia de los datos personales, el tiempo durante el cual se conservan, 
entre otros (art. 18).

Como correlato, los titulares y encargados de los bancos de datos personales tienen la obligación 
de efectuar el tratamiento de datos solo previo consentimiento informado, y de utilizarlos 
únicamente para las finalidades que motivaron su recopilación, estando prohibidas cualquier 
otras, salvo que medie procedimiento de anonimización o disociación (art. 28).

De incumplirse tales obligaciones, los titulares de los datos pueden acudir a la Autoridad Nacional 
de Protección de Datos Personales en vía de reclamación, o al Poder Judicial, en caso la demanda 
fuera de habeas data.
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En el Perú, existe un alto nivel de impunidad frente a la violencia de género90. Según los cálculos 
del Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI), entre el 2012 y el 2019, solo el 28 % 
de mujeres que sufrieron violencia familiar y sexual acudieron a alguna institución para buscar 
ayuda, incluyendo entidades que no necesariamente tenían competencia para atender los casos. 

Son muchos factores los que generan que una mujer decida no denunciar. Los testimonios 
recogidos por la Asociación Civil Hiperderecho, en el marco del proyecto después de la ley, dan 
cuenta de que los principales obstáculos para denunciar violencia de género en línea en el Perú 
son los siguientes91:

•	 Desconfianza hacia el sistema de justicia

•	 Desconocimiento sobre la normativa vigente en materia de violencia de género en línea

•	 Desconocimiento y falta de información sobre la ruta de atención idónea para denunciar

•	 Atención ineficiente en las instituciones que atienden casos de violencia de género

•	 Sentimiento de desprotección frente a posibles represalias del agresor

•	 Incompetencia o maltrato de los operadores de justicia

•	 Temor a pasar por un proceso revictimizante y/o desgastante, con mayor razón si no se 
cuenta con soporte psicológico

Estas problemáticas, que tienen lugar antes, durante y después de la eventual presentación de la 
denuncia, constituyen brechas en el acceso a la justicia. Los escenarios de violencia institucional, 
aunados a las barreras económicas y culturales, afectan diferenciadamente a las personas en 
situación de vulnerabilidad, impidiendo o retrasando un pronunciamiento por parte de la justicia 
que sancione a los agresores y otorgue una reparación a las víctimas.

Por esa razón, es importante que las mujeres conozcan las diversas rutas que existen para 
denunciar la violencia de género. Es posible que estas rutas se excluyan o se complementen y 
que, dependiendo de factores externos, sean más o menos transitables. Algunos de los factores 
que influyen a la hora de determinar la ruta que presenta mayores posibilidades de acceso a la 
justicia son los siguientes:

•	 La tipificación penal o administrativa de la violencia, o, en sentido contrario, la falta de la 
misma.

•	 La situación económica de la denunciante, que podría dificultar, por ejemplo, transitar una 
ruta que implique asumir múltiples cargas económicas o emocionales.

90 Hiperderecho, Conocer para resistir, 15.
91 Hiperderecho, Después de la Ley: Buscando justicia de género para mujeres y personas LGTBQ+ que enfrentan violencia de género 
en línea en el Perú (Lima: Hiperderecho, 2020), 25ss. Disponible en: https://hiperderecho.org/wp-content/uploads/2020/12/
Informe-1_Despue%CC%81s-de-la-ley.pdf 

5. CANALES DE ATENCIÓN DISPONIBLES
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•	 El vínculo con el agresor, que podría bien ser un desconocido, una pareja o expareja 
sexoafectiva, un trabajador de su centro laboral, o un miembro de la comunidad educativa 
a la que pertenece la víctima.

Dependiendo de cómo se configuren estos factores, las víctimas pueden recurrir a distintas rutas 
para denunciar a su agresor.

5.1. La Ley n.° 30364 y la ruta penal

En el ámbito penal, pueden denunciarse aquellas conductas que estén tipificadas como delitos 
por el Código Penal vigente o por las leyes penales especiales. A continuación, presentamos un 
gráfico que resume cuál sería el camino a transitar:

Gráfico n.° 1

Elaboración: Defensoría del Pueblo
Fuente: Código Penal
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5.1.1. Identificar el tipo penal

Las agresiones que constituyen violencia de género en línea pueden ser subsumibles, 
principalmente, en los siguientes delitos:

Cuadro n.° 5

Delito Base legal Tipo penal
Delitos contra la libertad-Violación de la libertad personal

Acoso
Artículo 151-A 
Código Penal 
(DL 1410)

El que, de forma reiterada, continua o habitual, y por cualquier 
medio, vigila, persigue, hostiga, asedia o busca establecer contacto 
o cercanía con una persona sin su consentimiento, de modo que 
pueda alterar el normal desarrollo de su vida cotidiana. Aplica a 
quien realiza la misma conducta valiéndose del uso de cualquier 
tecnología de la información o de la comunicación. (Negritas 
añadidas).

Delitos contra la libertad-Violación de la libertad sexual

Acoso sexual
Art. 176-B 
Código Penal 
(DL 1410)

El que, de cualquier forma, vigila, persigue, hostiga, asedia o 
busca establecer contacto o cercanía con una persona, sin el 
consentimiento de esta, para llevar a cabo actos de connotación 
sexual. Aplica a quien realiza la misma conducta valiéndose del uso 
de cualquier tecnología de la información o de la comunicación. 
(Negritas añadidas).

Chantaje sexual
Art. 176-C 
Código Penal 
(DL 1410)

El que amenaza o intimida a una persona, por cualquier medio, 
incluyendo el uso de tecnologías de la información o comunicación, 
para obtener de ella una conducta o acto de connotación sexual. 
(Negritas añadidas).

Delitos contra la libertad-Violación de la intimidad
Difusión de 
imágenes, 
materiales 
audiovisuales 
o audios con 
contenido sexual

Art. 154-B 
Código Penal 
(DL 1410)

El que sin autorización difunde, revela, publica, cede o comercializa 
imágenes, materiales audiovisuales o audios con contenido sexual 
que obtuvo con consentimiento de cualquier persona. Cuando para 
materializar el hecho se utilice redes sociales o cualquier otro 
medio que genere una difusión masiva es un agravante. (Negritas 
añadidas).

Violación de la 
intimidad

Art. 154 Código 
Penal

El que viola la intimidad de la vida personal o familiar ya sea 
observando, escuchando o registrando un hecho, palabra, escrito 
o imagen, valiéndose de instrumentos, procesos técnicos u otros 
medios, será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de 
dos años.
La pena será no menor de uno ni mayor de tres años y de treinta 
a ciento veinte días-multa, cuando el agente revela la intimidad 
conocida de la manera antes prevista.
Si utiliza algún medio de comunicación social, la pena privativa de 
libertad será no menor de dos ni mayor de cuatro años y de sesenta 
a ciento ochenta días-multa. (Negritas añadidas).
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Tráfico ilegal de 
datos personales

Art. 154-A 
Código Penal

El que, indebidamente, organiza, proporciona o emplea cualquier 
archivo que tenga datos referentes a las convicciones políticas o 
religiosas y otros aspectos de la vida íntima de una o más personas, 
será reprimido con pena privativa de libertad no menor de uno ni 
mayor de cuatro años.

Si el agente es funcionario o servidor público y comete el delito en 
ejercicio del cargo, la pena será no menor de tres ni mayor de seis 
años e inhabilitación conforme al artículo 36, incisos 1, 2 y 4.

Uso indebido 
de archivos 
computarizados

Art. 157 
Código Penal

El que ilegítimamente comercializa o vende información no 
pública relativa a cualquier ámbito de la esfera personal, familiar, 
patrimonial, laboral, financiera u otro de naturaleza análoga sobre 
una persona natural, será reprimido con pena privativa de libertad 
no menor de dos ni mayor de cinco años.

Si el agente comete el delito como integrante de una organización 
criminal, la pena se incrementa hasta en un tercio por encima del 
máximo legal previsto en el párrafo anterior.

Delitos contra la libertad-Ofensas al pudor público

Pornografía 
infantil

Art. 183-A 
Código Penal

El que posee, promueve, fabrica, distribuye, exhibe, ofrece, 
comercializa, publicita, publica, importa o exporta por cualquier 
medio objetos, libros, escritos, imágenes, videos o audios, o realiza 
espectáculos en vivo de carácter sexual, en los cuales participen 
menores de dieciocho años de edad, será sancionado con pena 
privativa de libertad no menor de seis ni mayor de diez años y con 
ciento veinte a trescientos sesenta y cinco días multa.

La pena privativa de libertad será no menor de diez ni mayor de 
quince años y de cincuenta a trescientos sesenta y cinco días multa 
cuando:

1. La víctima tenga menos de catorce años de edad.

2.  El material se difunda a través de cualquier tecnología de la 
información o de la comunicación  o cualquier otro medio que 
genere difusión masiva.

3.  El agente actúe como miembro o integrante de una banda u 
organización criminal.

Delitos contra el honor-Injuria, calumnia y difamación

Injuria Art. 130 
Código Penal

El que ofende o ultraja a una persona con palabras, gestos o vías 
de hecho, será reprimido con prestación de servicio comunitario de 
diez a cuarenta jornadas o con sesenta a noventa días-multa.
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Calumnia Art. 131 
Código Penal

El que atribuye falsamente a otro un delito, será reprimido con 
noventa a ciento veinte días-multa.

Difamación Art. 132 
Código Penal

El que, ante varias personas, reunidas o separadas, pero de 
manera que pueda difundirse la noticia, atribuye a una persona, 
un hecho, una cualidad o una conducta que pueda perjudicar su 
honor o reputación, será reprimido con pena privativa de libertad 
no mayor de dos años y con treinta a ciento veinte días-multa. 
Si la difamación se refiere al hecho previsto en el artículo 131, la 
pena será privativa de libertad no menor de uno ni mayor de dos 
años y con noventa a ciento veinte días-multa.

Si el delito se comete por medio del libro, la prensa u otro medio de 
comunicación social, la pena será privativa de libertad no menor de 
uno ni mayor de tres años y de ciento veinte a trescientos sesenta 
y cinco días-multa.

Delitos informáticos

Acceso ilícito
Art. 2-Ley 
de Delitos 
Informáticos

El que deliberada e ilegítimamente accede a todo o en parte de 
un sistema informático, siempre que se realice con vulneración de 
medidas de seguridad establecidas para impedirlo, será reprimido 
con pena privativa de libertad no menor de uno ni mayor de cuatro 
años y con treinta a noventa días-multa. Será reprimido con la 
misma pena, el que accede a un sistema informático excediendo 
lo autorizado

Proposiciones 
a niños, niñas y 
adolescentes con 
fines sexuales 
por medios 
tecnológicos

Art. 5-Ley 
de Delitos 
Informáticos

El que a través de internet u otro medio análogo contacta con 
un menor de catorce años para solicitar u obtener de él material 
pornográfico, o para llevar a cabo actividades sexuales con él, será 
reprimido con una pena privativa de libertad no menor de cuatro 
ni mayor de ocho años e inhabilitación conforme a los numerales 
1, 2 y 4 del artículo 36 del Código Penal. Cuando la víctima tiene 
entre catorce y menos de dieciocho años de edad y medie engaño, 
la pena será no menor de tres ni mayor de seis años e inhabilitación 
conforme a los numerales 1, 2 y 4 del artículo 36 del Código Penal.

Suplantación de 
identidad

Art. 9-Ley 
de Delitos 
Informáticos

El que, mediante las tecnologías de la información o de la 
comunicación suplanta la identidad de una persona natural o 
jurídica, siempre que de dicha conducta resulte algún perjuicio, 
material o moral, será reprimido con pena privativa de libertad no 
menor de tres ni mayor de cinco años.

Elaboración: Defensoría del Pueblo
Fuente: Código Penal y la Ley n°30096

Si bien los tipos penales nacionales más relevantes a efectos de perseguir la violencia de género 
son aquellos incorporados al Código Penal por el Decreto Legislativo n.° 1410 —es decir, los delitos 
de acoso, acoso sexual, chantaje sexual y difusión de imágenes íntimas sin consentimiento—, 
también pueden configurarse otras agresiones relacionadas con la violación de la intimidad y 
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la discriminación en internet que están tipificadas en los demás delitos reseñados en el cuadro 
anterior.

5.1.2. Identificar qué tipo de acción le corresponde

Luego de haber identificado como delito una conducta, para poder distinguir cómo transitar esta 
ruta y realizar la denuncia, es necesario también conocer si el delito está clasificado como de 
acción pública o acción privada. De acuerdo con las disposiciones del Código Penal, los delitos 
anteriormente señalados pueden clasificarse de la siguiente manera:

Cuadro n.° 6

Delitos de persecución privada Delitos de persecución pública
Difusión de imágenes, materiales 

audiovisuales o audios con contenido sexual Acoso

Violación de la intimidad Acoso sexual
Uso indebido de archivos computarizados Chantaje sexual

Injuria Tráfico ilegal de datos personales
Calumnia Pornografía infantil

Difamación Acceso ilícito

—
Proposiciones a niños, niñas y 

adolescentes con fines sexuales por 
medios tecnológicos

— Suplantación de identidad
Elaboración: Defensoría del Pueblo

Fuente: Código Penal

5.1.3. Delito de acción privada

Cuando la agresión se subsume en un delito de persecución privada —como es el caso de la difusión 
de imágenes íntimas sin consentimiento—, la acción penal debe ser ejercida directamente por la 
víctima, quien deberá presentar una querella ante el órgano jurisdiccional competente (artículo 
2.1. del Código Procesal Penal). 

En consecuencia, la víctima no podrá denunciar con éxito los hechos ante la Policía o el Ministerio 
Público pues estas entidades no tienen competencia para realizar actos de investigación o 
persecución pública sobre estos delitos.

Para que la querella sea admitida (art. 108 del Código Procesal Penal), necesariamente debe 
contar con lo siguiente:

•	 Identificación de la o el querellante

•	 Relato circunstanciado del hecho punible y exposición de las razones fácticas y jurídicas que 
justifican su pretensión, con indicación expresa de la persona o personas contra la que se 
dirige
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•	 Pretensión penal y civil

•	 Medios de prueba

Como puede advertirse, en estos casos, la carga de la prueba y la acusación estará a cargo de la 
querellante, quien asumirá el rol que normalmente compete a la fiscalía, por lo que será ella quien 
tenga que investigar, recabar pruebas y presentar su teoría del caso ante el juez. Asimismo, tendrá 
que asumir el costo de su propia defensa, lo que supone una barrera económica importante en el 
acceso a la justicia, con el riesgo latente de impunidad92.

5.1.4. Delito de acción pública

Cuando se trate de delitos de persecución pública, la denunciante puede optar por presentar su 
denuncia ante el Ministerio Público-Fiscalía de la Nación o ante la Policía Nacional del Perú (PNP), 
entidad que reenviará la denuncia ante el Ministerio Público para su procesamiento. En estos 
casos, un factor a considerar es la jurisdicción del lugar donde se realiza la denuncia pues en el 
Perú coexisten actualmente dos Códigos Penales (uno nuevo y el otro en proceso de inaplicación 
progresiva), que prevén diferentes estructuras del proceso penal en términos de actuación, 
actores y plazos.

Si la denuncia se hace ante la PNP, es importante considerar que el artículo 22 del Reglamento de 
la Ley n.° 30364, modificado por Decreto Supremo n.° 004-2019-MIMP, establece que la Policía 
está obligada a recibir, registrar y tramitar de inmediato las denuncias verbales o escritas de 
actos de violencia que presente la víctima o cualquier otra persona que actúe en su favor —aun 
cuando no tenga la representación legal—93. Tiene, además, la función de informar a las víctimas 
de sus derechos a recibir atención gratuitamente, incluida la defensa jurídica gratuita y exámenes 
médicos.

Por otro lado, si la denuncia se hace ante el Ministerio Público, se deberá tener en cuenta que las 
fiscalías provinciales transitorias especializadas en violencia contra las mujeres y los integrantes 
del grupo familiar tienen competencia para ver, entre otros, los delitos estipulados en el D. Leg. 
n.° 1470. Asimismo, también pueden ser competentes las fiscalías especializadas en criminalidad 
organizada, quienes pueden dirigir la investigación de aquellos delitos comprendidos en el 
artículo 3 de la Ley n.° 30077, Ley Contra el Crimen Organizado. Dentro del alcance de dicha ley 
se encuentran los delitos de extorsión (art. 200 del Código Penal) y los delitos informáticos (arts. 
207-B y 207-C), siempre que sean cometidos por organizaciones criminales.

5.1.5. Etapas específicas bajo la Ley n.° 30364

La “Ley n.° 30364, ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los 
integrantes del grupo familiar”, dispone un esquema procesal compuesto por dos etapas 
principales: de protección y de sanción94.

La etapa de protección se encuentra a cargo del juez de familia. En esta etapa, la Policía Nacional 
92 Hiperderecho, Después de la Ley, 22.
93 Defensoría del Pueblo. La Ley n.° 30364, la administración de justicia y la visión de las víctimas (Lima: 2017), 31. Disponible en: 
https://peru.unfpa.org/sites/default/files/pub-pdf/Informe-de-Adjuntia-N-063-2017-DP-ADM.pdf 
94 Ver Esquema procesal de la Ley n.° 30364 en https://repositoriopncvfs.pe/producto/esquema-procesal-del-la-ley-30364/ 
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del Perú, el Poder Judicial o el Ministerio Público, conforme se detalló previamente, reciben 
la denuncia. Esta ley incorpora el uso de una nueva herramienta al momento de registrar las 
denuncias: la ficha de valoración del riesgo95. A partir de ella, dependiendo de las respuestas, se 
puede establecer la existencia de (i) un riesgo sin determinar, (ii) riesgo leve o moderado, o (iii) 
riesgo severo. Una vez determinada la gravedad del caso, la Policía Nacional o la Fiscalía, según 
corresponda, derivarán lo actuado al juez de familia (art. 15), quien está a cargo de establecer, 
de inmediato, las medidas de protección pertinentes para salvaguardar la integridad de la 
denunciante96.

Las medidas de protección no requieren, necesariamente, de una audiencia oral y pueden implicar, 
entre otros, el impedimento de acercamiento, la prohibición de comunicación, el tratamiento 
para la víctima, una asignación económica de emergencia, etc. Estas medidas son ejecutadas 
por la Policía Nacional97, quien tiene a su cargo la elaboración de un mapa georeferencial de las 
víctimas, la habilitación de un canal de comunicación, y el establecimiento de un servicio de ronda 
inopinada a las víctimas.

El juez de familia, otorgadas las medidas de protección, remite el expediente al Ministerio Público, 
quien realiza la acusación, dando inicio a la etapa de sanción. Según se trate de la comisión de faltas 
o de delitos, el fiscal derivará el expediente a un juzgado de paz o juzgado penal, respectivamente, 
quienes emitirán la sentencia correspondiente.

5.2. Ruta civil

Las víctimas de violencia de género en línea también pueden optar por realizar una demanda ante 
un juzgado civil, sobre todo si es que la agresión no está tipificada como delito o infracción en 
nuestra normativa. El camino a seguir es el siguiente:

Gráfico n.° 2

Elaboración: Defensoría del Pueblo
Fuente: Código Civil

95 Arts. 15-C y 28 de la Ley n.° 30364 y arts. 4.8 y 18 del reglamento de la ley.
96 Rousseau, Dargent y Escudero. Rutas de atención estatal.
97 Art. 23 de la Ley y 47 del reglamento.
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Conforme se vio en la sección 7 (marco normativo), el art. 1969 del Código Civil peruano vigente 
regula la indemnización en casos de responsabilidad extracontractual —es decir, surgida fuera de 
cualquier relación contractual—: “Artículo 1969.- Aquel que por dolo o culpa causa un daño a otro 
está obligado a indemnizarlo. El descargo por falta de dolo o culpa corresponde a su autor”.

En ese sentido, quien sufre de violencia de género en línea puede demandar, civilmente, una 
indemnización por daños y perjuicios ante un juzgado especializado en lo civil por los daños de 
naturaleza extracontractual sufridos, a fin de obtener una reparación económica. Los daños deben 
corresponderse con las consecuencias que estos hechos hubieran tenido en la vida de la persona 
afectada, para lo cual debe ser posible establecer y acreditar el nexo causal. Según el articulado 
del Código, estos daños pueden comprender el lucro cesante, el daño a la persona y el daño 
moral (arts. 1984 y 1985 del Código Civil).

Para recibir una reparación por estos daños, la víctima puede realizar una demanda de 
indemnización por daños y perjuicios a través de un proceso judicial de naturaleza civil. Este 
proceso, a diferencia del penal, siempre es de impulso de parte, por lo que (i) ambas partes 
deben tomar los servicios de abogados litigantes; y (ii) quien demanda tiene la carga de la prueba 
para demostrar que sus afirmaciones son verídicas y acreditar la existencia de nexo causal. En 
ese sentido, incluso si se probara la existencia de una situación de violencia de género en línea, 
no necesariamente se establecerán reparaciones económicas, dado que puede que no se logre 
establecer el nexo causal y, por lo tanto, la responsabilidad civil del demandado. Asimismo, el juez 
podría considerar que el daño producido no tiene relevancia jurídica o judicial, o el daño podría 
no ser cuantificable.

Dependiendo del monto de la pretensión, la indemnización puede tramitarse mediante un proceso 
de conocimiento (art. 475 del Código Procesal Civil) o mediante un proceso abreviado (art. 486).

5.3. Ruta administrativa

Los casos de violencia contra la mujer en internet también pueden atenderse en el ámbito 
administrativo, siempre que se configuren las infracciones correspondientes. Los dos principales 
ámbitos donde se pueden iniciar procedimientos administrativos sancionadores contra el o los 
agresores son el ámbito universitario y el laboral. La principal legislación aplicable en estos casos 
es la Ley n.° 27942, Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual, según la cual las 
manifestaciones del hostigamiento sexual pueden ser las siguientes (art. 6):

a)	 Promesa implícita o expresa a la víctima de un trato preferente o beneficioso respecto 
a su situación actual o futura a cambio de favores sexuales.

b)	  Amenazas mediante las cuales se exija en forma implícita o explícita una conducta no 
deseada por la víctima, que atente o agravie su dignidad.

c)	  Uso de términos de naturaleza o connotación sexual o sexista (escritos o verbales), 
insinuaciones sexuales, proposiciones sexuales, gestos obscenos o exhibición a través 
de cualquier medio de imágenes de contenido sexual, que resulten insoportables, 
hostiles, humillantes u ofensivos para la víctima (negritas añadidas).
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d)	  Acercamientos corporales, roces, tocamientos u otras conductas físicas de naturaleza 
sexual que resulten ofensivas y no deseadas por la víctima.

e)	 Trato ofensivo u hostil por el rechazo de las conductas señaladas en este artículo.

5.3.1. Ámbito universitario

Para atender casos de violencia de género en línea relacionados a hechos de hostigamiento y 
acoso sexual, además de la Ley n.° 27942, se deberá tener en cuenta lo regulado en la Ley n.° 
30220, Ley Universitaria, que desarrolla específicamente los caminos a seguir ante estos actos. 

Gráfico n.° 3

Elaboración: Defensoría del Pueblo
Fuente: Ley n.° 30220, Resolución Viceministerial n.° 294-2019-Minedu

Mediante Resolución Viceministerial n.° 294-2019-Minedu, y en el marco de la Ley n.° 30220, el 
Ministerio de Educación ha emitido nuevos lineamientos que establecen una ruta específica de 
acción ante hechos de acoso y hostigamiento sexual por tecnologías de información y que todas 
las universidades, públicas y privadas, deben seguir. Algunos planteamientos relevantes de esta 
nueva normativa son los siguientes:

•	 Si el comité de intervención toma conocimiento de hechos que puedan constituir 
hostigamiento sexual a través de redes sociales, notas periodísticas, informes policiales u 
otras fuentes de información, tiene la obligación de iniciar el procedimiento de oficio.

•	 El documento normativo que apruebe la universidad debe contener, mínimamente, las 
medidas de prevención y protección, así como las sanciones pasibles de aplicación, algo 
que las universidades no habían estado señalando con los anteriores lineamientos.

•	 Los centros universitarios deben reportar de manera semestral a la Superintendencia de 
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Educación Universitaria (Sunedu) la relación de denuncias recibidas, medidas adoptadas y 
el estado del procedimiento.

•	 En un plazo máximo de un día hábil de recibida la queja o denuncia, el comité de intervención 
debe poner a disposición de la víctima los canales de atención médica o psicológica de los 
que disponga, o instruir sobre los existentes a nivel nacional. Asimismo, dentro de los tres 
días hábiles de conocidos los hechos, se otorgan las medidas de protección.

Con estos nuevos lineamientos, el órgano encargado de la investigación preliminar es el comité 
de intervención —y solo donde aún no se haya instalado, lo es la defensoría universitaria—, 
mismo que emite un informe de precalificación con la evaluación preliminar sobre el caso de 
hostigamiento sexual y lo deriva al órgano instructor para dar inicio, propiamente, al procedimiento 
administrativo sancionador.

Las sanciones a aplicar de acuerdo a la Ley n.° 30220, Ley Universitaria98, son para docentes —
amonestación, suspensión, cese temporal o destitución, según corresponda (arts. 92, 93, 94 y 
95)— y para estudiantes —amonestación, separación hasta por 2 periodos lectivos, o separación 
definitiva (art. 101)—.

Respecto del hostigamiento sexual en específico, esta norma establece la posibilidad de separar 
preventivamente al docente denunciado (medida preventiva, art. 90), sin perjuicio de la posterior 
sanción.

5.3.2. Ámbito laboral

La ruta a seguir en este ámbito es la siguiente:

Gráfico n.° 4

Elaboración: Defensoría del Pueblo
Fuente: Ley n.° 27942

98 Ley n.° 30220, Ley Universitaria (2014). Disponible en: https://www.gob.pe/institucion/minedu/normas-legales/118482-30220   
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Según el artículo 4 de la Ley n.° 27942, el hostigamiento sexual se define de la siguiente manera: 
“El hostigamiento sexual es una forma de violencia que se configura a través de una conducta de 
naturaleza o connotación sexual o sexista no deseada por la persona contra la que se dirige, que 
puede crear un ambiente intimidatorio, hostil o humillante; o que puede afectar su actividad o 
situación laboral, docente, formativa o de cualquier otra índole”.

Una vez identificado el hostigamiento sexual a través de sus distintas manifestaciones (art. 6 de la 
Ley n.° 27942), para poder denunciarlo en el ámbito laboral debe diferenciarse si estos actos se 
producen en un centro laboral sujeto al régimen del sector público o el privado.

En el caso del sector privado, la víctima puede optar por presentar una queja, dentro de los 30 
días contados a partir del día siguiente de producido el último acto de hostigamiento o inicio del 
mismo, ante la Oficina de Recursos Humanos, de Personal, o la que haga sus veces, solicitando 
el cese de la hostilidad. Dicha oficina deberá iniciar el procedimiento de investigación interno 
correspondiente, el cual debe durar alrededor de 26 días naturales.

Asimismo, también podrían denunciar ante la Inspección del Trabajo (Sunafil o Direcciones 
Regionales de Trabajo) por el incumplimiento del empleador de sus obligaciones vinculadas a 
medidas de prevención y sanción contra el hostigamiento. En este caso, los inspectores de trabajo 
protegen la identidad de las víctimas, por lo que tienen prohibido informar al empleador sobre 
quién presentó la denuncia.

De forma complementaria o alternativa, el trabajador puede interponer una demanda en sede 
judicial por cese de hostilidad, de acuerdo con lo señalado en los artículos 30.g y 35 del Texto 
Único Ordenado del Decreto Legislativo n.° 728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral.

Si se tratara del sector público, el trabajador puede optar por presentar su queja ante la Oficina 
de Recursos Humanos o la Secretaría Técnica de Procedimientos Administrativos Disciplinarios de 
la entidad. En el primero de los supuestos, si la Oficina considera que se ha configurado acoso, 
derivará la denuncia a la Secretaría Técnica (ver Ley n.° 30057, Ley del Servicio Civil).

Dado que desde el 14 de setiembre del 2014 las disposiciones del Régimen Disciplinario y 
Procedimiento Sancionador de la Ley n.° 30057, Ley del Servicio Civil y su Reglamento General, 
aprobado por Decreto Supremo n.° 040-2014-PCM, se encuentran vigentes, se aplican a los 
servidores de los regímenes de los decretos legislativos n.° 276, 728 y 105799, por lo que también 
son susceptibles de ser denunciados ante la Secretaría Técnica de la entidad. La Secretaría 
calificará los hechos y, si considera que la denuncia es procedente, dará inicio al Procedimiento 
Administrativo Sancionador, el cual no puede durar más de 30 días útiles.

Finalmente, el trabajador puede optar por dar por terminada la relación laboral y solicitar el pago 
de una indemnización por despido arbitrario en la vía judicial (art. 8 de la Ley n.° 29430 y art. 35 
del TUO del D. Leg. 728).

99 https://trabajasinacoso.trabajo.gob.pe/tesths/resources/guia-laboral.pdf
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El Plan Nacional Contra la Violencia de Género establece como Acción Estratégica del Objetivo 
Específico 2100 el establecimiento de un sistema de información de la violencia de género101, lo que 
implica elaborar “(b)ases de datos sobre personas afectadas que centralice la información para la 
acción articulada, considerando su sexo, edad [...]; así como las diferentes formas de violencia”. 
Considerando que el mencionado Plan recoge la violencia cometida a través de las TIC como una 
modalidad de violencia, las instituciones responsables102 tienen que incorporar tal indicador en 
dichas bases de datos.

Sin embargo, en la actualidad, no existe claridad sobre la existencia y precisión de registros de 
casos de violencia de género en línea. Por esa razón, en este apartado se presentarán los distintos 
registros o plataformas que recogen reportes de violencia de género y evaluamos si estos registros, 
están recogiendo datos que nos permitan conocer el alcance de la violencia cometida por las 
TIC. Los registros en esta lista han sido incluidos por relevancia, independientemente de si son 
estadísticamente precisas o no.

Cuadro n.° 7

Plataforma Información que contiene ¿Permite 
identificar VGL?

Deficiencias

No al Acoso 
Virtual

En la actualidad, es la única 
iniciativa del Estado que recoge 
datos sobre acoso virtual y la 
violencia de género en línea a 
nivel nacional(9).  Las estadísticas 
que emite es solo de los casos 
que han sido reportados en 
dicho portal. 

Sí •	 No brinda datos oficiales sobre 
denuncias, sino que los datos son 
generados a partir del llenado 
voluntario de la información requerida.

•	 No utiliza los tipos penales de acoso, 
acoso sexual, chantaje sexual y 
difusión de imágenes íntimas sin 
consentimiento, sino que hace uso de 
otras categorías menos rigurosas que 
tampoco encajan con las propuestas 
por la Ley n.° 30364.

•	 Dado que la plataforma recoge datos 
personales e información sensible 
sobre las víctimas, muchas de ellas 
están utilizándola como una plataforma 
de denuncias, a pesar de que este no es 
su propósito principal.

100 Garantizar a las personas afectadas por violencia de género, que perjudica principalmente a las mujeres en su diversidad, 
el acceso a servicios integrales, articulados, oportunos y de calidad, destinados a la protección, atención y recuperación de las 
personas afectadas por la violencia de género; y la sanción y reeducación de las personas agresoras.
101 A. E. 2.6.
102 MIMP, MP, PJ, MINSA, DIRESA, MININTER-PNP, Gobiernos Regionales y Provinciales.

6. REGISTRO DE CASOS

(9) Albornoz, Denisse. “¿Qué nos dicen los datos de «No al Acoso Virtual» sobre las características de la violencia de género en línea en el Perú?”, Hiperderecho (2020). Disponible en: 
https://hiperderecho.org/2020/08/que-nos-dicen-los-datos-de-no-al-acoso-virtual-sobre-las-caracteristicas-de-la-violencia-de-genero-en-linea-en-el-peru/
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Porta 
Estadístico 
del Programa 
Aurora

El Portal(10) Estadístico del 
Programa AURORA recoge las 
bases de datos de los siguientes 
registros administrativos, los 
cuales son:

•	 Base de datos del registro 
de casos del Centro 
Emergencia Mujer (2019)

•	 Base de datos del registro 
de casos (Sección E) del 
Centro Emergencia Mujer 
(2019)

•	 Base de datos del registro 
de casos (Sección F-Legal) 
del Centro Emergencia 
Mujer (2019)

•	 Base de datos del registro 
de Acciones Preventivas 
Promocionales (2019)

•	 Base de datos del registro 
de casos del Centro de 
Atención Institucional 
(CAI) (2019)

•	 Base de datos del registro 
de casos del Servicio de 
Atención Urgente (SAU) 
(2019)

•	 Base de datos del registro 
de casos de Consultas 
Telefónicas-Línea 100 
(2019)

•	 Base de datos del registro 
de casos de Estrategia 
Rural (2019)

Sí. Existe 
la variable 
“ v i o l e n c i a 
facilitada por 
TIC”, dentro 
de la categoría 
“otros tipos de 
violencia”.

•	 Todas estas bases de datos están 
actualizadas al año 2019 y se encuentran 
subidas en el portal estadístico del 
Programa Aurora en formato SPSS 
(programa estadístico), que no es tan 
accesible al público.

El boletín estadístico con el que cuenta el 
Programa Aurora, que sí está actualizado 
hasta el 2020, son únicamente agregativos 
—es decir, muestran la cantidad de casos 
atendidos por región—, mas no detallan por 
tipo de violencia o de delito. 

(10) Disponible en https://portalestadistico.pe/bases-de-datos-2019/
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Observatorio 
nacional de 
la violencia 
contra las 
mujeres e 
integrantes 
del grupo 
familiar

En la actualidad, el Observatorio 
recoge las siguientes estadísticas:

•	 Estadísticas de la Policía 
Nacional del Perú11 
(actualizado al 25 de marzo 
de 2017), reportada por la 
Dirección de Tecnología 
de la Información y 
Comunicaciones (Dirtic).

•	 Estadísticas del Programa 
Nacional Contra la 
Violencia Familiar y 
Sexual del Ministerio de 
la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables12 (actualizado 
al tercer trimestre de 
2018). 

•	 Estadísticas del Poder 
Judicial (actualizado a 
noviembre de 2018).

•	 Estadísticas del Ministerio 
de Salud (actualizado al 
año 2016)13.

•	 Estadísticas del Ministerio 
de Justicia (actualizado al 
año 2017).

•	 Estadísticas del Ministerio 
Público (actualizado al año 
2017).

No Como puede advertirse, en general, las 
estadísticas sistematizadas por el Observatorio 
no están actualizadas y, además, no han 
incorporado la violencia a través de las TIC 
como indicador.

(11) Disponible en https://observatorioviolencia.pe/datos-pnp_01-2-2/
(12) Disponible en https://observatorioviolencia.pe/datospncvfs/
(13) Disponible en https://observatorioviolencia.pe/datos-ministerio-de-salud/ 
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Registro 
Único de 
Víctimas y 
agresores 
(RUVA)

Según la Resolución de la Fiscalía 
de la Nación 002420-2018-MP-
FN, el RUVA debe contener:

•	 Datos de la víctima 
(nombres y apellidos, 
documento de identidad, 
sexo, edad, domicilio, 
correo electrónico y 
teléfono)

•	 Datos de la persona 
agresora (nombres y 
apellidos, documento 
de identidad, sexo, 
edad, domicilio, correo 
electrónico y teléfono)

•	 Relación de la víctima con 
la persona agresora

•	 Denuncias y antecedentes 
anteriores

•	 Juzgado que dictó las 
medidas de protección

•	 Tipo de medidas de 
protección dictadas

•	 Inscripción del 
cumplimiento o no de las 
medidas de protección

•	 Delito o falta tipificada

•	 Fiscalía o juzgado a cargo

•	 Juzgado que emite la 
sentencia

•	 Tipo de sentencia

•	 Otros (carpeta fiscal, 
expediente judicial, fecha 
de sentencia, etc.)

Sí. El registro 
contiene una 
vasta cantidad 
de variables, 
similares a las del 
registro del CEM 
de 2019, entre 
los cuales puede 
ser relevante, en 
lo que respecta a 
los datos de los 
hechos, el medio 
utilizado (art. 24 
del Reglamento). 
Ninguna otra 
variable permite 
la identificación 
de violencia 
facilitada por las 
TIC.

El acceso al registro está reservado a 
instituciones públicas, dependiendo de la 
naturaleza de sus funciones y el tipo de 
información que requieran. En vista de que 
el acceso es por niveles, el registro clasifica 
los perfiles de (i) analista, que accede a la 
información catalogada como pública, (ii) 
operador de justicia o del sector del sistema 
involucrado en la problemática, que accede a 
la información reservada, y (iii) administrador 
(Secretaría Técnica), que accede a la 
información de todo nivel —pública, reservada 
y confidencial—.
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Registro de la 
PNP

La PNP cuenta con:

•	 Sistema Informático de 
Denuncias Policiales

•	 Las comisarías básicas 
cuentan con varios libros 
de registro, siendo los más 
comunes los de Operativos 
(notas informativas), 
Ocurrencias de Accidentes 
de Tránsito y Denuncias 
Directas.

•	 Solo el 10.1 % de comisarías 
básicas cuentan con otros 
tipos de libros como el 
Libro de Ocurrencia de 
Calle Común y el Libro de 
Denuncias de Violencia 
Familiar(14). 

No Debido a que los delitos incorporados por el 
Código Penal a partir del Decreto Legislativo 
n.° 1410 no se refieren únicamente a 
conductas que ocurrieron en línea —a 
excepción de la difusión de imágenes íntimas 
sin consentimiento—, incluso si las denuncias 
por acoso, acoso sexual y chantaje sexual 
son registradas, no podrá identificarse cuáles 
suponen violencia de género en línea.

Registro 
Servir

Las entidades estatales deben 
registrarse en la plataforma y, 
luego, reportar semestralmente:

•	 Datos sobre todas las 
denuncias recibidas, que 
incluyen, principalmente, 
los datos sobre la 
persona denunciante y 
denunciada, sin existir 
una variable específica 
para determinar si el 
hostigamiento se dio en 
línea

•	 Medidas de atención y 
protección otorgadas

•	 Procedimiento de 
investigación y sanción 
llevado a cabo por la 
entidad

No

(14) INEI censo comisaría, p. 98.

Elaboración: Defensoría del Pueblo
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De la revisión de las principales plataformas y registros existentes, puede advertirse que su 
estructura para documentar casos de violencia de género es insuficiente. Los registros revisados 
presentan las siguientes limitaciones:

•	 El público objetivo no conoce su naturaleza: Es el caso de la plataforma No al Acoso Virtual, 
que es de llenado voluntario y no tiene naturaleza de portal de denuncias, lo que supone 
una fuerte limitación estadística y operativa.

•	 Las bases de datos no se encuentran actualizadas: Es el caso de portalestadistico.pe, del 
Programa Aurora (actualizado a 2019), y del Observatorio Nacional de la Violencia contra las 
Mujeres y los Integrantes del Grupo Familiar (actualizado, según la base de datos de la que 
se trate, al 2016, 2017 o 2018).

•	 Existen registros duplicados nominalmente, pero con distinto contenido: Es el caso del 
Portal Estadístico del Programa Nacional para la Prevención y Erradicación de la Violencia 
contra las Mujeres e Integrantes del Grupo Familiar-Aurora, que tiene una página propia 
en portalestadistico.pe y otra alojada en la página del Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables (ambas con distintos archivos y fechas de actualización).

•	 No todas las bases de datos están disponibles en un formato accesible: Es el caso de las bases 
de datos de los Registros Administrativos del Programa Nacional Aurora, que se encuentran 
en formato .sav, del programa estadístico SPSS, dirigido a personas con un conocimiento 
especializado y no a la ciudadanía en general.

•	 La mayoría de registros no incorporan variables que permitan identificar si las agresiones 
se cometieron o no en línea. La única base de datos que sí hace esta distinción es la de los 
casos del Centro Emergencia Mujer 2019, publicada en portalestadistico.pe del Programa 
Aurora.
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7.1. Marco conceptual

•	 La violencia de género en línea es violencia real que puede causar daños físicos, psicológicos 
e incluso económicos en las víctimas, además de vulnerar sus derechos a la intimidad, 
libertad de expresión, vida privada, integridad personal y, en general, a una vida libre de 
violencia.

•	 En el caso peruano, no existen cifras ni datos concretos sobre los alcances de la violencia 
de género en línea. Sin embargo, a partir de investigaciones hechas desde la sociedad civil 
y de la recopilación de casos por parte del Estado (plataforma virtual No al Acoso Virtual), 
pueden advertirse ciertas tendencias en cuanto a los perfiles principales de las víctimas y 
de los agresores.

7.2. Marco normativo

•	 Existe un amplio marco normativo internacional vinculante y no vinculante, tanto en el 
Sistema Interamericano como en el Sistema Universal de Derechos Humanos, que obliga 
al Estado peruano a tomar medidas legislativas, administrativas, de política pública y de 
cualquier otra índole para prevenir, perseguir, sancionar a los agresores, así como dar 
reparación a las víctimas, en casos de violencia de género en línea.

•	 En la actualidad, el Perú no cuenta con una política pública específica y articulada que le 
permita combatir la violencia de género en línea. Sin embargo, sí existe normativa que 
permite atender, sancionar y reparar esta modalidad de violencia. A pesar de ello, la falta 
de reconocimiento de la violencia en línea como un tipo de violencia, tal como sí lo hace con 
la violencia física, psicológica, sexual y económico-patrimonial, es una limitante.

•	 La regulación actual permite que las víctimas puedan acceder a distintos procedimientos, 
por los que pueden optar alternativamente, a fin de recibir medidas de protección y que 
sus agresores sean sancionados. Sin embargo, aunque existe un marco legislativo vigente, 
existen otras barreras que impiden el acceso a la justicia de las mujeres. 

7.3. Rutas para denunciar

•	 Existen distintas rutas alternativas, dependiendo de la tipificación penal o administrativa 
de la agresión o del vínculo entre la víctima y el agresor, que las mujeres pueden tomar 
para denunciar. Sin embargo, esas rutas aún no han logrado salvar las barreras existentes, 
como se demuestra en la incorporación del delito de difusión de imágenes íntimas sin 
consentimiento dentro de los delitos de acción privada.

•	  Asimismo, no hay un tratamiento uniforme y especializado de la violencia de género en 
línea ni en el ámbito penal ni en el administrativo debido a la falta de una política pública 
o lineamiento específico que abarque sus causas, implicaciones y sus impactos de forma 
clara. 

7. CONCLUSIONES
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7.4. Registros existentes

•	 En el Perú existen bases de datos que recogen información sobre situaciones de riesgo 
o violencia que enfrentan las mujeres en nuestro país. En algunos existe una buena 
segmentación en base a la edad y región de las personas. Sin embargo, la estadística no 
recoge datos referidos a violencia de género en línea, sobre todo, debido a que esta no es 
un tipo de violencia según lo dispuesto por la Ley n.° 30364. 

•	 Esta situación contrasta con lo dispuesto en el Plan Nacional Contra la Violencia de Género, 
el cual establece como Acción Estratégica del Objetivo Específico 2103 el establecimiento 
de un sistema de información de la violencia de género, lo que implica elaborar “(b)ases 
de datos sobre personas afectadas que centralice la información para la acción articulada, 
considerando su sexo, edad [...]; así como las diferentes formas de violencia”. Dicho Plan 
recoge la violencia cometida a través de las TIC como una modalidad de violencia, por lo que 
las instituciones responsables104 deberían incorporar dicho indicador en las bases de datos 
previamente señaladas.

103 Garantizar a las personas afectadas por violencia de género, que perjudica principalmente a las mujeres en su diversidad, 
el acceso a servicios integrales, articulados, oportunos y de calidad, destinados a la protección, atención y recuperación de las 
personas afectadas por la violencia de género; y la sanción y reeducación de las personas agresoras.
104 MIMP, MP, PJ, MINSA, DIRESA, MININTER-PNP, Gobiernos Regionales y Provinciales.
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Al Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables

•	 Desarrollar programas de prevención y campañas informativas sobre violencia de género 
en línea contra las mujeres, considerando sus diferentes etapas de vida y sus diversidades. 
Esto permitirá, en primer lugar, que la ciudadanía pueda reconocer que la violencia de 
género en línea, en sus diversas manifestaciones, pueden ser delitos pasibles de sanción; 
y, en segundo lugar, que las víctimas puedan identificar los diversos servicios y las rutas de 
atención existentes para hacer las denuncias correspondientes.

•	 Adecuar el registro del Programa Nacional Aurora con el objeto de incorporar de manera más 
clara y adecuada la variable “violencia mediante tecnologías de la información”. Asimismo, 
incluir dentro del Boletín Estadístico la información respecto a esta modalidad de violencia.

•	 Promover, como ente rector en la materia, un tratamiento uniforme y especializado de la 
violencia de género en línea en el ámbito penal y administrativo, estableciendo rutas de 
atención de fácil tránsito y garantizando el acceso a la justicia de las víctimas. Esto posibilitará 
mejorar la protección, sanción y reparación correspondiente a los hechos de este tipo de 
violencia.

Al Sistema Especializado de Justicia 

•	 Elaborar un lineamiento o protocolo de actuación interinstitucional para atender los casos 
de violencia de género en línea. Este deberá contener la diversidad de delitos mediante los 
que se manifiesta, las rutas de actuación en vía judicial, los deberes de debida diligencia 
para las investigaciones e instrumentos para el adecuado registro de casos.

7. RECOMENDACIONES
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